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SEÑORES: 

TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ - SALA CIVIL  

HONORABLE MAGISTRADA DRA. RUTH ELENA GALVIS VERGARA 

E.                    S.                             D. 

 

REFERENCIA:        EXPROPIACIÓN 11-001-31-03-029-2021-00198-01 

PREDIO:           CAM2-UF4-CMU-277 

DEMANDANTE:      AGENCIA NACIONAL DE INFRAESTRUCTURA – ANI 

DEMANDADOS:     MARIA ERNESTINA CARMONA DE CARMONA Y OTRO. 

     ASUNTO:                SUSTENTACIÓN RECURSO DE APELACIÓN PARCIAL CONTRA LA 

         SENTENCIA DE FECHA 23 DE MARZO DE 2022. 

 

JOHN RICARDO ARÉVALO VARGAS, identificado como se registra al pie de mi firma, y 

actuando como apoderado judicial de la AGENCIA NACIONAL DE INFRAESTRUCTURA 

- ANI, por medio del presente escrito me permito sustentar el RECURSO DE APELACIÓN 

PARCIAL contra el numeral CUARTO de la sentencia proferida el 23 de marzo de 2022, 

por el Juzgado Veintinueve (29) Civil del Circuito de Bogotá, donde se resolvió:  

 

“(…) CUARTO: El saldo pendiente de pago (COP147.683), correspondiente a la 
indexación del valor de la indemnización correspondiente al 14.81% del valor 
determinado en el avalúo, indexada a valor presente, deberá ser consignada por la 
demandante a órdenes del Despacho dentro de los veinte (20) días siguientes a la 
ejecutoria de la sentencia. De todos modos, estos rubros permanecerán a órdenes 
del juzgado y para el proceso de la referencia, hasta tanto se decida judicialmente 
sobre la solicitud de restitución de tierras que aparecen registradas en folio 
inmobiliario escenario en que se dispondrá sobre su beneficiario y la entrega.  

 

Como se manifestó oportunamente ante el A quo, nuestra inconformidad radica únicamente 

en lo tocante a la indexación del valor del inmueble objeto de expropiación, por la siguiente 

consideración:  

I. RAZON DE INCONFORMIDAD CON LA SENTENCIA APELADA 

  

DE LA INDEBIDA INDEXACIÓN DEL VALOR DEL AVALÚO DEL PREDIO: 

 

Determinó el JUZGADO VEINTINUEVE (29) CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, en la 

sentencia de la referencia, la indexación del valor adoptado como indemnización, esto es, 

la actualización monetaria del valor del porcentaje del avalúo1 aportado con la demanda 

dentro del proceso por la suma de CUATRO MILLONES CUATROCIENTOS DIECIOCHO 

MIL NOVECIENTOS CUARENTA PESOS MONEDA CORRIENTE ($4.418.940),  

conforme al índice de precios (IPC) dando lugar a un incremento en el valor por la suma de 

CIENTO CUARENTA Y SIETE MIL SEISCIENTOS OCHENTA Y TRES PESOS MONEDA 

CORRIENTE ($147.683), respecto al valor inicialmente ofertado en la etapa de enajenación 

voluntaria, decisión que indudablemente genera una inseguridad jurídica dentro de este tipo 

de asuntos, frente a los cuales otras instancias judiciales han establecido que al no existir 

oposición por parte de los demandados no hay lugar a decretar un mayor valor, teniendo 

                                                           
1 Memórese que en el hecho VIGÉSIMO SEGUNDO de la demanda se explicó que a la propietaria del predio –
hoy demandada- le correspondía este valor por el terreno, ya que los demás reconocimientos en la totalidad 
del avalúo ($28.835.127), eran por concepto de mejoras ya pagadas a cada una de las personas reportadas 
como tales, por valor de $ 24.563.870. Ver en los hechos DÉCIMO OCTAVO a VIGÉSIMO PRIMERO. 
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en cuenta que la indexación que se decretó en el fallo no tiene un verdadero piso jurídico, 

constituyéndose de esa manera un desequilibrio que afecta de manera directa los recursos 

del erario con los cuales se adelantan este tipo de procesos, en virtud a la ejecución de un 

proyecto de infraestructura vial por motivos de utilidad pública.  

 

Y puede que a primera vista respetados Magistrados parezca un menor valor el decretado 

por el fallador de primera instancia como indexación, no obstante, es importante que se 

conserve la misma línea para todos los casos donde exista incrementos en el avalúo por 

razón de indexación, en los procesos de expropiación judicial y que se condene al pago del 

valor consignado y no reprochado por la parte demandada.    

 

De esta forma, y sin perjuicio de lo expuesto, es importante hacer hincapié que la decisión 

adoptada por el Despacho respecto a la indexación del valor del avalúo adoptado como 

indemnización, contraría las disposiciones especiales determinadas en el artículo 37 de la 

Ley 1682 de 20132, modificado por el artículo 6 de la Ley 1742 de 20143, que reza lo 

siguiente: 

“ARTÍCULO 37. El precio de adquisición en la etapa de enajenación voluntaria será 
igual al valor comercial determinado por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC), 
los catastros descentralizados o por peritos privados inscritos en lonjas o asociaciones, 
de conformidad con las normas, métodos, parámetros, criterios y procedimientos que 
sean fijados por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC). 

El valor comercial se determinará teniendo en cuenta la reglamentación urbanística 
municipal o distrital vigente al momento de la oferta de compra en relación con el 
inmueble a adquirir y su destinación económica y, de ser procedente, la indemnización 
que comprenderá el daño emergente y el lucro cesante. 

(…) 

<Inciso CONDICIONALMENTE exequible> En caso de no llegarse a acuerdo en la 
etapa de enajenación voluntaria, el pago del predio será cancelado de forma previa 
teniendo en cuenta el avalúo catastral y la indemnización calculada al momento 
de la oferta de compra, en la etapa de expropiación judicial o administrativa. (…)” 
(Negrilla resaltada fuera de texto original)  

 

Por lo que de la norma en cita se destaca que, en los casos en que se adelanta la etapa de 

expropiación judicial, la indemnización será calculada al momento que se presentó la Oferta 

Formal de Compra, así entonces, no es de total recibo la indexación realizada sobre el valor 

de la indemnización teniendo de presente la disposición que establece la norma especial al 

determinar que será el vigente al momento de la Oferta de Compra.  

 

Ligado a lo anterior, no puede pasarse por alto que los dineros sobre los cuales estamos 

tratando hacen parte de los categorizados como públicos, y sobre los cuales todos los 

órganos de control realizan absoluta vigilancia, sobre sus movimientos, y en este caso en 

aumento, que por mínimo que pueda parecer es importante que se establezca un verdadero 

derrotero judicial en este tipo de actuaciones.  

 

                                                           
2 Por la cual se adoptan medidas y disposiciones para los proyectos de infraestructura de transporte y se 

conceden facultades extraordinarias. 
3 Por la cual se adoptan medidas y disposiciones para los proyectos de infraestructura de transporte, agua 

potable y saneamiento básico, y los demás sectores que requieran expropiación en proyectos de inversión 
que adelante el Estado y se dictan otras disposiciones. 
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En gracia de discusión, procedería la eventual indexación si la contraparte hubiese allegado 

un avalúo que demostrara con cifras reales el menoscabo en sus intereses, y que este rubro 

estuviera debidamente demostrado en el plenario y así mismo aprobado y adoptado por el 

Juez de conocimiento; pero recordemos que la demandada guardó al respecto absoluto 

silencio.  

 

En este punto es importante clarificar que pese a que el valor total del avalúo es por 

VEINTIOCHO MILLONES OCHOCIENTOS TREINTA Y CINCO MIL CIENTO 

VEINTISIETE PESOS MONEDA CORRIENTE ($28.835.127,00), lo cierto es que aquí se 

discute el porcentaje que le corresponde a la propietaria demandada MARIA ERNESTINA 

CARMONA DE CARMONA (14,81%), determinado en CUATRO MILLONES 

DOSCIENTOS SETENTA Y UN MIL DOSCIENTOS CINCUENTA Y SIETE PESOS 

MONEDA CORRIENTE ($4.271.257,00).  

 

II. PETICIÓN  

 

En razón de lo antes mencionado, respetuosamente me permito solicitarle a su Honorable  

Tribunal, que se REVOQUE el numeral cuarto de la sentencia adiada el 23 de marzo de 

2022, y en su lugar se DECRETE que como valor de la indemnización la suma acreditada 

en la demanda, por CUATRO MILLONES DOSCIENTOS SETENTA Y UN MIL 

DOSCIENTOS CINCUENTA Y SIETE PESOS MONEDA CORRIENTE ($4.271.257,00).  

 

Cordialmente, 

 

 

 

 

 

JOHN RICARDO ARÉVALO VARGAS  

C.C. 80.155.426 de Bogotá D.C. 

T.P. 232.119 del C. S. de la J. 

Apoderado de la Demandante 

E-mail: expropiaciones-predial@chec.bj.cn 
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MEMORIAL PARA REIGSTRAR DR. SUAREZ OROZCO RV: allegar sustento de apelación.

Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota
<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mar 30/08/2022 9:10

Para: 2 GRUPO CIVIL <2grupocivil@cendoj.ramajudicial.gov.co>
MEMORIAL PARA REIGSTRAR DR. SUAREZ OROZCO  

Cordial Saludo,

OSCAR FERNANDO CELIS FERREIRA
Secretario Sala Civil
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá
Avenida Calle 24 N° 53-28 Torre C Oficina 305
Teléfono 423 33 90 Extensión 8349
Email: secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co

De: FRANCISCO ORLANDO FAJARDO <franfajardo57@hotmail.com> 
Enviado: martes, 30 de agosto de 2022 9:01 a. m. 
Para: Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota
<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>; GIOVANNI MURCIA LOZANO <gmurcia91@hotmail.com> 
Asunto: allegar sustento de apelación.
 
Buenos días respetuosamente allego memorial con sustento de apelación para el proceso número
11001310303320190017400.
 
Atentamente,
 
Francisco Fajardo Jiménez.
Apoderado demandados.
 
 



Señor 

HONORABLE TRIBUNAL SUPERIOR SALA CIVIL DE BOGOTÁ. 

Atte. Magistrado Dr. JUAN PABLO SUAREZ OROZCO. 

E.                                S.                                  D. 

 

Ref. Sustentación Recurso de Apelación Proceso Verbal Reivindicatorio de sociedad 

NEGOCIOS Y CONSTRUCCIONES LINCE S.A.S. contra PEDRO ALFONSO FLOREZ 

ROMERO, ANGELICA ALEXANDRA MERCHAN FLOREZ, HECTOR MANUEL FLOREZ 

ROMERO y GLORIA ESPERANZA FLOREZ ROMERO. 

Radicado: 2019 – 00174. 

 
Respetado Doctor(a): 
 
 
FRANCISCO ORLANDO FAJARDO JIMENEZ, como apoderado de la parte demandada me 
permito sustentar el recurso de apelación en el proceso de la referencia. 
 
Los puntos de inconformidad reclamada al momento de presentar el recurso son los 
siguientes: 
 
1. Que, si está probada la posesión de los demandados señores ANGELICA ALEXANDRA 

MERCHAN FLOREZ, HECTOR MANUEL FLOREZ ROMERO y GLORIA ESPERANZA 
FLOREZ ROMERO desde varios años antes de la venta. 

2. Que la posesión tiene unos derechos que se deben respetar y en este caso son 
anteriores a la venta del inmueble. 

3. Que el mismo representante legal de la demandante manifestó y acepto que los 
demandados ya estaban en el inmueble aun antes de la venta. 

4. Que el certificado de tradición y libertad sirve para demostrar la tradición del bien y 
además que los poseedores eran hijos de propietario anteriores. 

 
La sentencia se fundamenta esencialmente en que no se probó la posesión anterior a la 
venta, ejercida por los demandados poseedores del predio señores ANGELICA 
ALEXANDRA MERCHAN FLOREZ, HECTOR MANUEL FLOREZ ROMERO y GLORIA 
ESPERANZA FLOREZ ROMERO lo que resulta de una mala apreciación del acervo 
probatorio por el señor juez de primera instancia porque lo que se probo fue lo contrario 
que los demandados estaban en el inmueble desde mucho antes de la venta del mismo. 
 
Es el representante legal de la demandante quien afirma que visito el inmueble un mes 
antes de la venta y los demandados ya estaban allí, que no hablo con ellos porque la 
vendedora señora ZULMA JILIETH FLOREZ ARENAS le dijo que se irían el 30 de agosto 
de 2.018, que tenían con el papá un contrato de comodato. “interrogatorio de parte 
minuto 30 y siguientes de la audiencia” 
 
Es decir, los señores que se demandan ya estaban en el bien desde mucho tiempo anterior 
a la venta, valga resaltar que es ese tipo de contrato “El comodato o préstamo de uso es 
un contrato en que la una de las partes entrega a la otra gratuitamente una 
especie mueble o raíz, para que haga uso de ella, y con cargo de restituir la misma 
especie después de terminar el uso. Este contrato no se perfecciona sino por la tradición 
de la cosa.” Y que el mismo contrato no se aportó es una manifestación sin prueba y que 
pretende justificar un decir de la vendedora. 
 
Téngase en cuenta que la señora ZULMA JILIETH FLOREZ ARENAS vendedora no asistió 
al proceso por decisión de la demandante, que debió citarla para que demostrara que los 
demandados se negaban a entregar, la calidad en que estaban dentro del inmueble, desde 
cuando estaban y aún más que parentesco tenían con ella. 



La manifestación del representante legal de la demandante es clara y demuestra que los 
poseedores hoy demandados estaban en el inmueble desde antes de la venta, y que la 
vendedora se obligó a algo que no podía cumplir que era entregar el inmueble. 
 
De la misma manera manifiesta que ese día de su visita al inmueble un mes antes de la 
compra, se enteró que en el inmueble vivía la vendedora y otras personas, pero no indago 
quienes eran y no procuro hablar con ellos para informarlos de la venta y la entrega del 
inmueble siguió con el negocio bajo su absoluta responsabilidad, esto un mes antes de 
firmar la escritura de venta. 
 
Los demandantes ANGELICA ALEXANDRA MERCHAN FLOREZ, HECTOR MANUEL FLOREZ 
ROMERO y GLORIA ESPERANZA FLOREZ ROMERO son poseedores legítimos desde mucho 
antes de la venta y se demuestra con la revisión del certificado de libertad que permite 
observar que lo que narran en sus declaraciones es cierto y que el inmueble lo adquirieron 
sus padres hace más cincuenta (50) y desde ese momento han estado allí como familia 
cada uno desde la fecha que llegaron y la señora Angélica Merchán Florez que llego desde 
que nació y ahora como poseedora al fallecimiento de su señora madre. 
 
Sobre el punto la Corte tiene dicho que “como el poseedor material demandado se 
encuentra amparado por la presunción de propietario, según los términos del artículo 762, 
inciso 2º del Código Civil, al demandante, en su calidad de dueño de la cosa pretendida 
y quien aspira a recuperarla, le corresponde la carga de desvirtuar esa presunción, bien 
oponiendo títulos anteriores al establecimiento de esa posesión, ya enfrentando 
dichos títulos a los que el demandado esgrime como sustento de su posesión. (…). 
Tratándose de la confrontación de títulos, al juez le corresponde decidir cuál de esos 
títulos es el que debe prevalecer, teniendo en cuenta para el efecto, entre otros factores, 
su antigüedad o eficacia” (CSJ, SC del 5 de mayo de 2006, Rad. n.° 1999-00067-01).» 
Resaltado fuera del texto. 
 
Esta declaración del representante legal de la demandante hecha bajo la gravedad del 
juramento demuestra claramente que los poseedores están en esa calidad desde mucho 
tiempo antes de la venta, y esto no tiene importancia para el señor juez de primera 
instancia, quien ni siquiera referencia esta declaración en la sentencia. 
 
Por momentos dice que no está probada la posesión, porque si no hay posesión no podrían 
ser demandados es requisito legal que estén en posesión y así se les reconoce al admitir 
la demanda. 
 
Lo que se debe tener en cuenta es desde cuando se realiza la posesión, es decir si está 
probado que sea antes o después de la venta del predio, en este caso quedo establecido 
que es de antes de la venta y la sociedad compradora lo sabía por su propio dicho que 
visito el predio y acepto realizar la compra, omitió realizar una conversación y verificación 
con los habitantes del inmueble en que calidad estaban y si estaban enterados de la venta 
y dispuestos a entregar el inmueble. 
 
Las querellas narradas no les fueron positivas porque no existió perturbación a la posesión 
porque no la tenía la sociedad demandante, la querella iniciada por la señora ZULMA 
JILIETH FLOREZ ARENAS aparentemente vendedora demuestra que los poseedores están 
allí desde antes de la venta así se lee de su fecha. 
 
Sea de resaltar que No existe un acta de entrega del inmueble o documento que 
demuestre la fecha en que le fue entregado al representante de la demandante el 
inmueble asegura que fue una entrega verbal y que no fue presentado como dueño a los 
verdaderos poseedores del predio señores ANGELICA ALEXANDRA MERCHAN FLOREZ, 
HECTOR MANUEL FLOREZ ROMERO y GLORIA ESPERANZA FLOREZ ROMERO, dice el 
señor juez de primera instancia que no necesaria el acta de entrega, y entonces como 



enterarse que el inmueble está en posesión de otras personas diferentes a la vendedora. 
 
La vendedora señora ZULMA JILIETH FLOREZ ARENAS no tenía la posesión total del 
predio, el inmueble está en posesión material de los señores ANGELICA ALEXANDRA 
MERCHAN FLOREZ, HECTOR MANUEL FLOREZ ROMERO y GLORIA ESPERANZA FLOREZ 
ROMERO poseedores legítimos desde hace más de treinta (30) años, reconocidos así o 
no, se repite el proceso no se podría tramitar es un requisito que los habitantes del 
inmueble se reconozcan como poseedores. 
 
Se demostró que la sociedad demandante no está privada de la posesión porque nunca 

la ha tenido, si es verdad que compro, y no hablar con las personas que desde hace más 

treinta años poseen el inmueble de manera quieta, pacífica, pública e ininterrumpida sin 

ser molestados por ninguna persona, reconocidos como tal por los vecinos. 

 

En ningún momento los poseedores han ejercido violencia sobre nadie, esto no se probó 

porque la sociedad NEGOCIOS Y CONSTRUCCIONES LINCE S.A.S. no ha poseído nunca 

el predio, es una afirmación falsa, temeraria ninguna persona diferente a los señores 

poseedores legítimos que ahora son demandados estuvo en el inmueble, la interpretación 

del juez frente al violencia es pésima extrae una violencia que no existe de una querella 

que no tuvo fin por la insistencia de la sociedad. 

 

En los interrogatorios de parte los señores ANGELICA ALEXANDRA MERCHAN FLOREZ, 

HECTOR MANUEL FLOREZ ROMERO y GLORIA ESPERANZA FLOREZ ROMERO manifiestan 

que han vivido y poseen una parte del inmueble, más exactamente el 97% del área que 

tiene, que la vendedora señora ZULMA JILIETH FLOREZ ARENAS es prima de la primera 

y sobrina de los otros dos y vivió con ellos en el inmueble así se dijo por los demandados. 

Que el inmueble estaba a nombre de uno de ellos por decisión familiar para obtener un 

crédito y mejorarlo, no porque en realidad le perteneciera a él solamente a si lo tenía 

entendido toda la familia que habitaba el bien, diferente es que en un acto de mala fe la 

vendedora inicio sin consentimiento de los demás el juicio de sucesión de la persona que 

figuraba como propietario y procuro se lo adjudicaran y lo logro. 

Manifiesta el señor PEDRO FLORES que con la mama de la vendedora que para ese 

momento era menor de edad, se llegó a un acuerdo y se negoció los derechos que le 

pudieran corresponder y para eso se hizo una entrega de dinero en el año 2.015, su dicho 

que no fue negado y que se hace bajo la gravedad del juramento, también demuestra 

que estaban allí desde esa época. 

Se asegura y se probó que el título escritura pública de venta es posterior al inicio de la posesión 

que ejercen los señores ANGELICA ALEXANDRA MERCHAN FLOREZ, HECTOR MANUEL FLOREZ 

ROMERO y GLORIA ESPERANZA FLOREZ ROMERO. 

El poseedor material demandado se encuentra amparado por la presunción de propietario, 
según los términos del artículo 762, inciso 2º del Código Civil, debe el demandante, en su 
calidad de dueño de la cosa pretendida y quien aspira a recuperarla, le corresponde la 
carga de desvirtuar esa presunción, bien oponiendo títulos anteriores al establecimiento 
de esa posesión, ya enfrentando dichos títulos a los que el demandado esgrime como 
sustento de su posesión. (…). Tratándose de la confrontación de títulos, al juez le 
corresponde decidir cuál de esos títulos es el que debe prevalecer, teniendo en cuenta 
para el efecto, entre otros factores, su antigüedad o eficacia” (CSJ, SC del 5 de mayo de 
2006, Rad. n.° 1999-00067-01).» 

 



Lo anterior denota lo importante de hacer la evaluación concienzuda de los documentos 
antes de hacer cualquier negocio, porque se puede dar el caso en que se compra un 
inmueble cuando está poseído por otra persona desde hace mucho tiempo, y luego vienen 
los problemas para hacer efectiva la entrega y ocupación de la propiedad negociada. 

 
La demandante sociedad NEGOCIOS Y CONSTRUCCIONES LINCE S.A.S. no tiene la faculta 
de reclamar el predio porque no se tomó la precaución de revisar la posesión del inmueble 
y ahora se presenta a reclamar con una escritura fechada 18 de septiembre de 2.018, sin 
tener en cuenta que el inmueble está en posesión de otras personas distintas a la 
vendedora por más de veinte años, que un mes antes de la venta visito el inmueble y no 
procuro hablar o hacer contacto con los habitantes y la calidad en que estaban. 

 
Señores Magistrados se demostró que la demandante sociedad NEGOCIOS Y 
CONSTRUCCIONES LINCE S.A.S. hablo con señores ANGELICA ALEXANDRA MERCHAN 
FLOREZ, HECTOR MANUEL FLOREZ ROMERO y GLORIA ESPERANZA FLOREZ ROMERO 
quienes habitan y poseen el inmueble velan por la propiedad su cuidado, mantenimiento, 
pagaron los impuestos hasta que para hacer proceso de sucesión otras personas los 
empezaron a pagarlos, viven allí prácticamente desde que nacieron. 
 

El documento escritura pública que presenta la sociedad demandante es posterior al inicio 

de la posesión que ejercen los señores ANGELICA ALEXANDRA MERCHAN FLOREZ, 

HECTOR MANUEL FLOREZ ROMERO y GLORIA ESPERANZA FLOREZ ROMERO, que han 

vivido allí desde hace más de cuarenta años, nacieron y se criaron allí, de la misma manera 

si queda probado que no realizo las gestiones necesarias para verificar que el bien que 

compraba lo poseía en su totalidad la persona que le vendía señora ZULMA JILIETH 

FLOREZ ARENAS, simplemente dice que la señor se obligó a entregarle. 

 
Sobre el tema de los requisitos para la reivindicación dijo la corte suprema de justicia. 

Sala civil de la corte suprema de justicia en sentencia SC15644-2016 con 

ponencia del magistrado Álvaro Fernando García: 

 Que el bien objeto de la misma sea de propiedad del actor 

 Que esté siendo poseído por el demandado 

 Que corresponda a aquel sobre el que el primero demostró dominio y el segundo su 

aprehensión material con ánimo de señor y dueño 

 Que se trate de una cosa determinada o de cuota singular de ella 

 Que el título de propiedad exhibido por el demandante sea anterior al inicio 

de la posesión del demandado. 

 
Está demostrado que el titulo escritura pública presentado por la sociedad demandante 

es posterior a la posesión que ejercen los señores ANGELICA ALEXANDRA MERCHAN 

FLOREZ, HECTOR MANUEL FLOREZ ROMERO y GLORIA ESPERANZA FLOREZ ROMERO 

demandados. 

Por lo anterior señores Magistrados solicito que se revoque la sentencia atacada y en su 

lugar se declare la prosperidad de la excepción presentada por los demandados, se 

nieguen las pretensiones de la demanda por estar probado que los poseedores ejercen 

tal calidad desde mucho tiempo antes de la venta del inmueble y que es el mismo 

representante legal de la demandante que afirma, que en el inmueble estaban los hoy 

demandados. 



PRUEBAS 
 

Solicito decretar las siguientes pruebas las fueron negadas por juez de primera instancia 
a pesar haberse solicitado de la manera correcta, para que se declarara sobre los hechos 
de la demanda y la contestación de la misma. 
 
De no ser procedente esta petición ruego a su señoría sean decretadas de manera oficiosa 
porque darán certeza y claridad para el fallo que realmente corresponde. 
 

TESTIMONIALES. 

 

Solicito se reciba la declaración de las siguientes personas para declarar sobre los hechos 
la demanda y la contestación de la misma, en todo su contenido.  
 
A. JOSE LIBARDO PINEDA CHAVES, identificado con la cédula de ciudadanía No 79’279.954 de 

Bogotá y domiciliado en la carrera 32 No 1C – 62 de Bogotá. 
B. ROSA HELENA MAHECHA GARZON, identificada con la cédula de ciudadanía No 51’608.600 de 

Bogotá y domiciliada en la carrera 32B No 1C – 75 de Bogotá. 
C. FABIO URIEL CALDERON AMAYA, identificado con la cédula de ciudadanía No 79’411.537 de 

Bogotá y domiciliado en la carrera 32C No 1C – 64 de Bogotá. 
D. CARMEN LILIA AMAYA CARDENAS, identificada con la cédula de ciudadanía No 20’337.796 de 

Bogotá y domiciliado en la carrera 32C No 1C – 64 de Bogotá. 
E. MARIA ALICIA GALVIS, identificada con la cédula de ciudadanía No 35’462.239 de Bogotá y 

domiciliado en la carrera 36 No 1D – 32 de Bogotá. 
F. LUIS ALBERTO PRIETO VARGAS, identificado con la cédula de ciudadanía No 19’305.509 de 

Bogotá y domiciliado en la carrera 32B No 1C – 75 de Bogotá. 

G. LEONOR JARAMILLO Vda. de GAMA, mayor de edad y domiciliado en la carrera 32C No 1C – 
76 de Bogotá. 

 

Esta petición se hizo con la contestación de la demanda a nombre de los poseedores 
señores ANGELICA ALEXANDRA MERCHAN FLOREZ, HECTOR MANUEL FLOREZ ROMERO 
y GLORIA ESPERANZA FLOREZ ROMERO y el juez las negó por rigorismo procedimental. 

 

Se allega copia del documento firmado por la señora LILIANA ARENAS madre de la 

vendedora de la propiedad, que demuestra que existían dos cosas claras que los derechos 

de los poseedores y que estaban allí desde años antes. 

En consideración a lo manifestado y que las pruebas ordenadas demostrarían claramente 
que la posesión de los demandados es anterior a la venta con la cual se reclama el predio 
se debe ordenar la revocatoria de la sentencia impugnada. 

 

Como petición especial solicito la suspensión del proceso. 

 

Con fundamento en el artículo 161 del código general del proceso respetuosamente 
solicito a los honorables magistrados que ordene la suspensión del proceso, sustento la 
petición en el hecho cierto de que existe PROCESO DE PERTENENCIA POR 
PRESCRIPCIÓN EXTRAORDINARIA DE DOMINIO por las mismas partes ANGELICA 
ALEXANDRA MERCHAN FLOREZ, HECTOR MANUEL FLOREZ ROMERO Y GLORIA 
ESPERANZA FLOREZ ROMERO en contra de NEGOCIOS Y CONSTRUCCIONES LINCE 
S.A.S. 

 
Proceso que se pidió su acumulación y el juez 33 civil del circuito la rechazo, en el proceso 
de declaración de pertenencia si prosperan las PRETENSIONES de la demanda, esto 
afectaría el fallo en este proceso toda vez que estaría demostrada la posición que ejercen 



los demandados sobre el predio desde mucho antes de la fecha de la escritura de venta 
y este proceso no tendría procedencia jurídica, porque presentar la venta como causa de 
la entrega se negaría por ser anterior la posesión a su realización. 
Nótese que fue el juez de primera instancia el que rechazo la acumulación del proceso y 
por ende las pruebas que estaban arrimadas no se tuvieron en cuenta, se hubiera evitado 
la existencia de dos procesos y se hubiera resuelto en una sola sentencia la situación real 
del inmueble. 
 

Código General del Proceso Artículo 161. Suspensión del proceso 

El juez, a solicitud de parte, formulada antes de la sentencia, decretará la 
suspensión del proceso en los siguientes casos: 
 
1. Cuando la sentencia que deba dictarse dependa necesariamente de lo que 
se decida en otro proceso judicial que verse sobre cuestión que sea 
imposible de ventilar en aquel como excepción o mediante demanda de 
reconvención. El proceso ejecutivo no se suspenderá porque exista un proceso 
declarativo iniciado antes o después de aquel, que verse sobre la validez o la 
autenticidad del título ejecutivo, si en este es procedente alegar los mismos hechos 
como excepción. 
 
2. Cuando las partes la pidan de común acuerdo, por tiempo determinado. La 
presentación verbal o escrita de la solicitud suspende inmediatamente el proceso, 
salvo que las partes hayan convenido otra cosa. 
 
PARÁGRAFO. Si la suspensión recae solamente sobre uno de los procesos 
acumulados, aquel será excluido de la acumulación para continuar el trámite de 
los demás. 
 
Señores Magistrados lo que se pretende es llegar a la verdad y que la sentencia sea 
sustentada en todo el acervo probatorio y el acceso a la justicia sea a través de una 
aplicación real del derecho sustantivo y procedimental, a fin de obtener una pronta y justa 
acción legal. 
 
 
Atentamente, 

 

 
FRANCISCO ORLANDO FAJARDO JIMENEZ. 

C.C. No 19’310.509 de Bogotá. 

T.P. No. 65585 del C. S. de la J. 

franfajardo57@hotmail.com 

Calle 12B No 9 – 33 oficina 409 de Bogotá. 

Cel. 310 210 54 08.  

mailto:franfajardo57@hotmail.com
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JULIO ERNESTO BEDOYA MONTOYA.
Abogado.

Senora:
JUEZ TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO TRANSITORIO. 
(Procedente del Juzgado 407 Civil del Cireuito)
E. S. D.

Ref.: Rad. No. 2011-208
Declarativo especial de PERTENENCIA de: NOHEMY GAMEZ 

MENDOZA y otros vs. ERNESTO JULIO GARZON VARGAS (q.e.p.d.) 
-Apelacion sentencia de noviembre 27-2020.

El suscrito, en mi calidad de Apoderado de la Parte Actora en el proceso de 
pertenencia de la referenda, para presentar recurso de APELACION contra la 
sentencia calendada noviembre 27-2020, notificada el 30-11-2020, en tiempo 
habil conformc lo dispone el art. 322 inciso 2 del CGP, para que sea revocada 
por el Superior y en su lugar se acojan las pretensiones de la demanda.
Los fUndamentos de la impugnacion son:

1. EL JUSTO TITULO BASE DE LA PRESCRIPCION ORDfNARIA, la 
escritura No. 3.317 de noviembre 29 de 2001 de la Notaria 57 del circulo 
de Bogota, OBRA EN EL PROCESO 2005-271 DEL JUZGADO 
PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO, SOLICITADO COMO PRUEBA 
TRASLADADA DECRETADA POR AUTO DE MAYO 15 DE 2013 
EN ESTE PROCESO, ademas de ser REQUERIDA EN Ml ESCRITO 
DEL 20 DE JUNIO DE 2013 SIN ACATAMIENTO POR EL 
DESPACHO, E IGNORADA POR EL ADQUO EN EL FALLO 
IMPUGNADO AL DECLARAR DESISTIDA LA PRUEBA SIN 
FUNDAMENTO LEGAL ALGUNO.

En la providencia impugnada se manifiesta: “El debate central radica en el 
tiempo necesario para prescribir, y, mas concretamente en el regimen 
juridico aplicable, luego de que la parte actora hiciera consistir su justo 
titulo a partir de “...los documentos obrantes en el proceso radicado No. 
2005-271 del Juzgado Primero Civil del Cireuito, en los testimonios y la 
inspeccion judicial que alii se recaudara como prueba vdlida para este 
proceso ”, tal y como se afirmo en el hecho 5° de la demanda.”

Avenida Jimenez No. 8/49 of. 1004. Tel/2821215. Fax 3413163. cel.3103050479
Email: jebcdoya@hotmail.com



71^JULIO ERNESTO BEDOYA MONTOYA.
Abogado.

El ad quo concluye: “Visto lo anterior, como quiera que en el termino 
previsto en auto proferido en audiencia de fecha 25 de octubre/2020, vale 
decir, dentro de los 10 dias siguientes a la citada diligencia, no se adoso al 
dosier la prueba trasladada contenida en el expediente No. 2008-271, y 
que, a (sic) decir del demandante, se hallaban los documentos que hoy se 
echan de menos para confirmar la existencia del justo titulo, se impone 
senalar que ninguna verificacion y/o examen se puede hacer para calificar 
los documentos que pudieran reposar en dicho expediente, acerca do la 
idoneidad o validez para tenerlos o no como justo titulo.” (fls 10-11)
En el expediente 2008-171 mencionado, la demanda en su capitulo de 
PRUEBAS DOCUMENTALES se relaciona: “...4. PRUEBA No. 4: 
Primera copia de escritura No. 3317 de noviembre 29 de 2001 de la 
Notaria 57 de Bogota”.
El juez de primera instancia efectivamente oficio al Juzgado 1® Civil del 
Circuito por oficio 2020-134 del 30 de octubre de este ano, que fue 
tramitado por el suscrito en el termino fljado por el Despacho, 
consignando el arancel correspondiente, con la respuesta del Juzgado 1" 
Civil del Circuito y del archive general obrantes en el expediente, en la 
cual se manifiesta que el desarchive se hara en un tennino de 30 dias. 
Resulta evidente que el termino de 10 dias fijado por el Despacho NO 
ERA FACTIBLE DE CUMPLIR POR NO SER COHERENTE CON 
LOS TERMINOS DEL ARCHIVO GENERAL. Por ello no es valido que 
la Juez de Instancia haya decidido en la audiencia del 15 de octubre como 
DESISTIDA LA PRUEBA TRASLADADA , pues no puede exigir a la 
actora cumplir con terminos imposibles que no esta a su alcance. 
Adicionalmente, siendo vital la prueba documental que echa de menos la 
operadora judicial, debio ampliar el termino para poder hacer “la 
VERIFICACION y/o EXAMEN ....PARA CALIFICAR LOS 
DOCUMENTOS QUE PUDIERAN REPOSAR EN DICHO 
EXPEDIENTE, ACERCA DE LA IDONEIDAD O VALIDEZ PARA 
TENERLOS O NO COMO JUSTO TITULO”.
Es oportuno memorar que el Juez 39 Civil del Circuito que inicialmente 
conocio el proceso en su auto de septiembre 17 de 2014 (fl. 106) decreto 
PRUEBAS, entre ellas “SOLICITADAS POR LA PARTE 
DEMANDANTE; 1.1. DOCUMENTAL: Tengase en cuenta la
instrumental enunciada y aportada con el libelo introductor las cuales en 
su oportunidad procesal se les imprimira el valor probatorio
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correspondiente” “1.2. PRUEBA TRASLADADA. Oficiese al Juzgado 1 
Civil del Circuito para que a costa de la parte demandante se allegue 
copia autentica de las pruebas de testimonio adelantado en el proceso 
ordinario No. 2005-00271.”
Mediante escrito radicado el 23 de junio de 2013, el suscrito Apoderado 
de la Actora eleve “Solicitud recaudo prueba documental.”, manifestando: 
“En la demanda se enuncio como PRUEBA TRASLADADA: 
DOCUMENTAL: Pruebas del No. 1 al 8. En el decreto de pruebas, a 
pesar de que se tuvo en cuenta la instrumental enunciada, no se incluyo 
esta documental en el decreto de PRUEBA TRASLADADA. Por lo 
expuesto, le ruego adicionar este acapite, y oficiar al Juzgado Primer Civil 
del Circuito solicitando el desglose de las pruebas del No. 1 al No. 8, 
obrantes en el radicado 2005-00271.”
Esta es una prueba suflciente para demostrar el interes de la Demandante 
en la prueba que inexplicablemente declara desistida la falladora de 
instancia.

JULIO ERNESTO BEDOYA MONTOYA.
Abogado.

Por esta razon, invocando el debido proceso y el derecho de defensa 
vulnerados por el ad quo, en su oportunidad procesal solicitare al ad 
quern, invalidar el fallo impugnado y decretar en segunda instancia la 
prueba trasladada, validamente solicitada por la demandante con la 
demanda, para dar oportunidad a que se ejecute legalmente y se tenga en 
cuenta en una nueva providencia.

2. EL REGIMEN JURIDICO APLICABLE ES LA L. 791 DE 2002, QUE 
MODIFICO LAS DISPOSICIONES DEL CODIGO CIVIL SOBRE 
TERMINOS DE PRESCRIPCION , QUE ERRONESAMENTE APLICA 
EL ADQUO.

La sentencia impugnada reza:
“Resulta imperioso anotar que el ordenamiento juridico Colombiano contempla 
dos tipos de prescripcion, la ordinaria y la extraordinaria, para la configuracion 
de la primera se requiere la existencia de un justo titulo del que se derive el 
derecho y la posesion material del mueble (sic) por un termino igual o superior a 
10 anos, para la segunda, no es necesario acreditar un justo titulo pero si una 
posesion material igual o superior a 20 anos.”
“Para este caso en concreto se aplicaran las disposiciones contenidas en el 
Codigo Ciivil antes de que se introdujera la reforma mencionada, toda vezx que
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la posesion se inicio presuntamente en el decurso de esa normativa (ano 2000) y 
el demandante en ningun momento expreso su voluntad de acogerse a la nueva 
legislacion (L. 791 de 2002) de conformidad con lo dispuesto en el articulo 41 
de la Ley 153 de 1887...”
“...examinadas las pretensiones invocadas en la demanda , se puede concluir 
que lo solicitado es declarar que el accionante ha adquirido el dominio del 
inmueble...a traves de la figura juridica de la prescripcion bajo la modalidad 
“ORDINARIA” al considerar que cuenta con un justo titulo , para lo que dcbc 
demostrar una posesion igual o superior a 10 anos antes de la presentacion de la 
demanda.”
Para demostrar el error en la aplicacion de la L. 791de 2002 en que incurre el 
fallo impugnado basta citar el que pronuncio el Juez Primero Civil del Circuito 
en el radicado 2005-0271:
“Asi tenemos que para bienes raices, segun sea el tipo de posesion, la 
prescripcion sera ordinaria o extraordinaria, la primera requiere de un tiempo no 
inferior a diez anos y LA SEGUNDA UN TIEMPO NO INFERIOR A VEINTE 
ANOS. Se debe tener en cuenta que la ley 791 de 2002 redujo a la mitad los 
anteriores terminos, pero su aplicacion solamente se da a partir de su vigencia 
que es el dia 27 de diciembre de 2002, por lo cual el termino seitalado por esta 
ley debe transcurrir integramente durante su vigencia, sin que sea posible 
mezclar terminos de la anterior ley con los de la nueva ley7’’ (cursiva mia) 
Refiriendose a “la prescripcion extraordinaria adquisitiva de dominio “ invocada 
en ese primer proceso del ano 2005, manifiesta la providencia citada; “...en este 
caso podemos observar y segun las pruebas arrimadas al presentc litigio los aqui 
demandantes NO cumplen con este requisite, pues llevan ejercicndo la posesion 
desde el ano 2000, ano en que se suscribio promesa de compraventa de derechos 
posesorios con la senora ELVIA SANCHEZ”. (FL. 8)
Tratandose de prescripcion ORDINARIA el termino debe contarse a partir de la 
fecha de vigencia de la Ley 791 de 2002, asi el justo titulo haya sido suscrito 
antes, el 29 de noviembre del 2001, sin que este lapso hasta la entrada en 
vigencia de la nueva ley se tenga en cuenta. Es decir que desde el 27 de 
diciembre de 2002 hasta cl 6 de abril de 2011 fecha de radicacion de la 
demanda, han transcurrido 8 anos 4 meses, cumpliendose el termino de posesion 
superior a 5 anos.

JULIO ERNESTO BEDOYA MONTOYA.
Abogado.

3. LOS FALLOS ANTECEDENTES DEL JUZGADO 1“ CIVIL DEL 
CIRCUITO , (30 DE AGOSTO DE 2010) Y DEL JUZGADO 39 CIVIL
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DEL CIRCUITO EN LA SENTENCIA ANTECEDENTE ANULADA
FOR EL TRIBUNAL (Febrero 10 de 2014) NO FUERON TENIDOS
TENIDOS EN CUENTA FOR EL ADQUO.

En la providencia del 30 de agosto de 2010 manifiesta el Juez Frimero Civil del 
Circuito:
“Fara demostrar la posesion sobre el inmueble objeto de esta declaraci'n, se 
decretaron y practicaron las siguientes pruebas:
“a. se recepcionaron los Testigos de DEANA ROSA GUERRERO y JOSE 
ANIBAL MAHECHA MORENO. Se constato que ban ejercido hechos 
positives de aquellos que solo los da el derecho de dominio, como hacer mejoras 
al inmueble, pago de impuestos y servicios publicos domiciliarios, etc. Lo cual 
demuestra los actos de posesion o de dominio sobre el inmueble 
b. Se decreto y practico la inspeccion judicial prevista en el numeral decimo 
del articulo 407 del codigo de procedimiento civil. A traves de este medio 
probatorio se pudo verificar que el inmueble esta habitado por los 

demandantes, que asi mismo los demandantes poseen quieta y 
paciflcamente, con animo de senores y duenos, el inmueble referido 
encuentra en la jurisdiccion de Bogota DC, al igual que se constataron 
linderos, destinacion y ocupacion.”
Sn embargo, la pretension fue denegada por carencia de prueba idonea de la 
suma de posesiones, no cumplida por las promesas de compraventa aducidas por 
la Demandante.
For su parte la sentencia anulada del Juez 39 civil del Circuito expreso: 
“Agotadas las etapas procesales inherentes a la instancia y evacuadas las 
pruebas decretadas a peticion de parte, como lo son las testimoniales c 
inspeccion judicial al predio objeto de usucapion....”
A pesar de estas pruebas fehacientes de la posesion de los Demandantes, el 
fallador de instancia deniega las pretensiones de la demanda, al considerar quwe 
“...en tomo a la copia de la Escritura Fublica obrante en el infolio, se desprende 
de esta ultima que no tiene valor juridico, debido a que son copias informarles, 
esto es, no se encuentra ajustado a los presupuestos de los articulos 253 y 254 
del CFC, situaciones que por si solas bastan para decretar la improcedencia de la 
declaracion de pertenencia por prescripcion adquisitiva ordinaria de dominio, 
que por via de accion pretende la activa, obedeciendo a que evidentemente no 
concurre uno de los presupuestos esenciales para su prosperidad, en razon a la 
carencia de justo titulo idoneo a voces del articulo 765 del codigo civil.”

JULIO ERNESTO BEDOYA MONTOYA.
Abogado.

se
sus
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ESTA PRUEBA que relaciona la sentencia en los ANTECEDENTES de la 
Demanda, y que flie expresamente relacionada en las documentales de la 
Demanda anexadas al proceso previo y solicitada como prueba trasladada en 
este proceso, SIN QUE HAYA SIDO RECAUDADA POR EL DESPACHO, ni 
antes de la declaratoria de nulidad ni con posterioridad a ella, y que solicitare en 
la segunda instancia.

JULIO ERNESTO BEDOYA MONTOYA.
Abogado.

4. LA EXTEMPORANEA DECLARACION OFICIOSA DE FALTA DE 
LEGITIMACION POR ACTIVA NO ES PROCEDENTE Y SE BASA 
EN LOS ERRORES DE LA NO APRECIACION DE LA PRUEBA DEL 
JUSTO TITULO Y LA APLICACION EQUIVOCADA DE LA 
LEGISLACION SOBRE PRESCRIPCION.

En sus consideraciones el ad quo expresa:
“Ante la falta de titulo justo....circunstancia esta que deja desprovista a la parte 
actora de derecho para conseguir por la via ordinaria el derecho pretendido y
despojandola a su paso de legitimacion en la causa por activa en el presente 
asunto, todo lo cual, debera ser declarado por ministerio de la ley de 
manera oficiosa por el despacho(art. 278 del CGP).
La jurisprudencia citada a renglon seguido por el ad quo deja sin piso esta 
consideracion, que ni siquiera incluye en las declaraciones del resuelve de la 
sentencia: "‘'’’...Concluye que, cuando los sentenciadores de instancia asumen el 
estudio de la legitimacion y determinan su ausencia en relacion con alguna de 
las partes, lo que los lleva a negar la pretension, estdn, en estricto sentido, 
resolviendo oficiosamente sobre los presupuestos indispensable para desatar de 
merito la cuestion litigada'\
En la misma providencia manifiesta en forma contradictoria el fallador: 
“Cumplido el tramite propio de la instancia, sin advertir informalidad alguna 
que invalide lo actuado, precede el despacho a dictar la sentencia que en 
derecho corresponda al presente asunto.”
El juez de instancia cita en su respaldo el art. 278 del CGP que prescribe:
...En cualquier estado del proceso, el Juez debera dictar sentencia anticipada, 
total o parcial, en los siguientes eventos:....3. cuando se encuentre probada ...la 
carencia de legitimacion en la causa.”
En el sublite se trata de una sentencia al final del proceso y no de una sentencia 
anticipada, es por tanto una decision extemporanea de tener razon . Ademas la 
consecuencia debiera ser no la negacion de las pretensiones, sino la declaracion 
oficiosa de la nulidad de lo actuado por carencia de “los presupuestos
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procesales para desatar de merito la cuestion litigada”, decretando una sentencia 
inhibitoria, que no se resuelve en este evento.
Sr. Juez para ante el H. Tribunal superior Sala Civil,

JULIO ERNESTO BEDOYA MONTOYA.
Abogado.

JULIO E. BEDOYA M. 
TP 44.193 CSJ.
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MEMORIAL DRA MARTHA ISABEL GARCIA SERRANO RV: Sustentacion Recurso de
Apelacion Juzgado 40 Civil del Circuito de Bogota D.C.

Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota
<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Lun 29/08/2022 11:01

Para: 2 GRUPO CIVIL <2grupocivil@cendoj.ramajudicial.gov.co>
MEMORIAL DRA MARTHA ISABEL GARCIA SERRANO
 
Atentamente,
 

 
De: leonardo espinosa pedraza <leonardoespinosap@hotmail.com>  
Enviado el: lunes, 29 de agosto de 2022 10:00 a. m. 
Para: secsctrisupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co; Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota
<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Asunto: Sustentacion Recurso de Apelacion Juzgado 40 Civil del Circuito de Bogota D.C.
 
 



1 
 

Calle 142#11-51, Oficina 305 (Bogotá D.C ) Teléfono: 3105534096.  

Correo electrónico: leonardoespinosap@hotmail.com.  

 

 

Señor  

Tribunal Superior de Bogotá D.C - Sala Civil   
Magistrado Ponente: Dra. MARTHA ISABEL GARCIA SERRANO 
E                                                  .S                                     .D  
 

Radicado: 11001-3103-040-2020-00208-01 

Proceso: Verbal Sumario de Redención de Cuentas  

Demandante: JAIME CASTAÑO SALAZAR  

Demandado: LUZ MARINA CASTAÑO SALAZAR  

  

Asunto: Sustentación Recurso de Apelación   

  

Respetado Señor Magistrado 

  

Me permito comedidamente como apoderado de la parte actora y teniendo en 

cuenta la sentencia proferida el día 15 de julio del 2022, por medio de la cual el 

despacho decreto la prescripción de la acción en favor de la parte demandada y 

condenando en costas a la demandante, a fin de que la misma sea revocada y en 

su lugar se ordene a la demandada la obligación de rendir cuentas de conformidad 

con los hechos y pretensiones de la demanda presentada en su oportunidad, 

reiterando los fundamentos expuestos en la audiencia llevada a cabo el día 15 de 

julio del presente año, y en mi memorial de sustentación dirigido al Juzgado de 

Conocimiento con fecha 21 de Julio del presente año, para cual le reitero al 

Honorable Tribunal : 

  

El demandante de conformidad con el numeral 1 del artículo 379 del C.G.P. estimo 

bajo juramento lo que se le adeuda o considero deber por parte de la demandada.  

  

Conforme al numeral 3 del artículo 379 del C.G.P. la parte demandada para efectos 

de objetar la estimación de la redención de cuentas, no acompaño las cuentas 

solicitadas con sus respectivos soportes.   

  

Ciertamente la demandada, a pesar de que manifestó no estar obligada a rendir las 

cuentas nunca demostró a contrario sensu, la adquisición del vehículo marca 

Mitsubishi, Placa: BSK-977, y el motivo por el cual fue puesto  a su nombre y por un 

valor de ochenta millones de pesos m/cte ($ 80.000.000 m/cte.) y nunca demostró 

haber devuelto al demandante a la suma de diecisiete millones de pesos m/cte ($ 

17.000.000 m/cte), de los cuarenta millones de pesos m/cte ($ 40.000.000 m/cte) 

que recibió del Señor TULIO ARISTIZABAL , por la promesa de venta que realizo el 

actor JAIME CASTAÑO SALAZAR , con la señora LIGIA LOPEZ, como se infiere 

certeramente del Interrogatorio de parte evacuado por la demandada LUZ MARINA 

CASTAÑO SALAZAR, así como la declaración del testimonio del Señor LUIS 

ALBERTO CASTAÑO SALAZAR , configurándose evidentemente la obligación de 

la demandada de rendir las cuentas.  

  

 No puede tenerse en cuenta para efecto de la prescripción decretada, las fechas y 

años señalados por el despacho, esto es año 2007 , toda vez que el báculo 

,prestación jurídica que  se orienta a obtener el cumplimiento de una prestación 

tutelada por la ley, como en este caso la obligación jurídica por parte de la 

demandada de rendir cuentas nace como en efecto sucedió de la expectativa de 

ambas partes respecto de la adjudicación del remate del inmueble ubicado en la 

calle 151 # 6-66 aptó 103 del Conjunto Residencial El Ágora, en la ciudad de Bogotá 

D.C., que se registró el día 17 de marzo del 2011, radicación 2011-20891 de 

conformidad con la anotación No 15 del certificado matricula inmobiliaria No 

1174701, que obra en el proceso , circunstancia acreditada también por la misma 

demandada y la testimonial rendida por la parte demandante, así como, la entrega 
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real y material del mismo a la demandada por parte del Juzgado 7 Civil Municipal 

de Bogotá D.C. el día 29 de julio del 2011.  

  

Siendo así que las fechas para poderse hablar de una (presunta prescripción) 

debería nacer desde el 17 de marzo del 2011 y más exactamente el día 29 de julio  

del 2011, fecha en la cual y como se evidencio en el proceso la demandada LUZ 

MARINA CASTAÑO SALAZAR, hizo oferta y obtuvo la adjudicación mediante 

remate del inmueble ubicado en la calle 151 # 6-66., con lo cual estimamos siendo 

consecuencia lógica que a partir de dicha fecha es que debería pensarse siquiera 

en una presunta prescripción, toda vez que ante tal circunstancia es que nace la 

obligación real  y cierta por parte de la demandada de rendirle cuentas al 

demandante , toda vez que con la entrega del inmueble a la demandada es que 

nace la obligación de rendirle cuentas al actor, y como quiera que no lo hizo es que 

el demandante JAIME CASTAÑO SALAZAR promueve e inicia el proceso de 

rendición de cuentas y que fue radicado en su despacho el día 13 de julio de 2020, 

esto es y debo resaltarlo dentro del término de 10 años, que evidentemente a la 

fecha de presentación de la demanda su respectiva notificación y contestación de 

demanda  no habían transcurrido los 10 años que se aducen.  

  

Debiendo resaltar que fue así como se pactó, de conformidad con el hecho tercero 

de la demanda que la demandada debería realizar gestiones comerciales a cargo 

del demandante a fin de negociar el crédito hipotecario sobre el inmueble con 

matricula inmobiliaria No 50N-1174701, ubicado en la calle  151 # 6-66 en la ciudad 

de Bogotá D.C, y en su defecto que participara en el remate del mencionado predio, 

dada la existencia del proceso hipotecario que soportaba el embargo y secuestro 

del inmueble referido y debiéndose considerarse una obligación de tracto sucesivo, 

la cual no prescribe, debiendo renovarse  .   

  

Teniendo en cuenta estos breves y concisos reparos, las razones de la 

inconformidad con la providencia recurrida, por demás oportuna, le reitero al 

Honorable Superior sean tenidas en cuenta para que se proceda a la revocatoria de 

la sentencia, condenando en costas y perjuicios a la demandada.   

  

Señor Magistrado. 

  

Atentamente,  

  

  
  

LEONARDO ESPINOSA PEDRAZA  

C.C. N°437.774  

T.P. N° 21.707 CSJ  
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Señora Magistrada 

MARTHA ISABEL GARCÍA SERRANO 
TRIBUNAL SUPERIOR D.C. DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.    
E.              S.             D. 

                                                                
 Ref: Radicado No. 11001 3103 043 2019 00558 05 

       Demanda de responsabilidad civil  extracontractual  por uso 
               no  autorizado  de   nombre  e   imagen    con   muñequito 
               (figura)         tipo      lego,      en          campaña        de  

               promoción        de   COLECCIONABLES BANCOLOMBIA con  
               ocasión de la Copa América Brasil 2019, de 15 de mayo de  

               2019 a 15 de julio de 2019. 
 

              Demandantes: FRANCISCO ANTONIO MATURANA GARCÍA. 
                                  WILLINGTON ALFONSO ORTIZ PALACIOS. 
                                  CARLOS VALDERRAMA. 

                                  OSCAR EDUARDO CÓRDOBA ARCE. 
                                  FARYD CAMILO MONDRAGÓN ALY.  

                                  FAUSTINO HERNÁN ASPRILLA HINESTROZA. 
                                  IVÁN RENÉ VALENCIANO. 
                                  VICTOR  HUGO ARISTIZÁBAL. 

                                  NICOLE REGNIER PALACIO. 
                                  JUAN PABLO ÁNGEL ARANGO. 

                                  ADOLFO VALENCIA. 
                                  ARNOLDO IGUARÁN. 
                                  VANESSA CÓRDOBA ARTEAGA. 

 
             Demandado: BANCOLOMBIA S.A. 

 
JOSÉ URIEL PÉREZ PARRA, mayor de edad, domiciliado en Bogotá D.C., 

identificado con C.C. 91.014.761 de Barbosa, distinguido con T.P. 
263919 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando como apoderado 
de FRANCISCO ANTONIO MATURANA GARCÍA, mayor de edad, 

domiciliado en Medellín, identificado con C.C. 8.294.435; WILLINGTON 
ALFONSO ORTIZ PALACIOS, mayor de edad, domiciliado en Bogotá 

D.C., identificado con C.C. 19.159.807 de Bogotá; CARLOS 
VALDERRAMA, mayor de edad, domiciliado en Barranquilla, identificado 
con C.C. 12.552.748  de Santa Marta, ÓSCAR EDUARDO CÓRDOBA 

ARCE, mayor de edad, domiciliado en Bogotá D.C., identificado con C.C. 
71.713.270 de Medellín; FARYD CAMILO MONDRAGÓN ALY, mayor de 

edad, domiciliado en Santiago de Cali, identificado con C.C.94.372.461 
de Cali; FAUSTINO HERNÁN ASPRILLA HINESTROZA, mayor de edad, 
domiciliado en Tuluá, identificado con C.C. 16.368.772 de Tuluá; IVÁN 

RENÉ VALENCIANO, mayor de edad, domiciliado en Bogotá D.C., 
identificado con C.C. 72.189.258 de Barranquilla; VÍCTOR HUGO 

ARISTIZÁBAL, mayor de edad, domiciliado en Medellín, identificado con 
C.C. 71.730.402 de Medellín; NICOLE REGNIER PALACIO, mayor de 
edad, domiciliada en Santiago de Cali, identificada con C.C. 

1.144.077.966 de Cali; JUAN PABLO ÁNGEL ARANGO, mayor de edad, 
domiciliado en Medellín, identificado con C.C. 15.438.203 de Rionegro; 

ADOLFO VALENCIA, mayor de edad, domiciliado en Santiago de Cali, 



identificado con C.C. 16.490.737 de Buenaventura; ARNOLDO IGUARÁN, 

mayor de edad, domiciliado en Bogotá D.C. identificado con C.C. 
13.448.973 de Cúcuta; VANESSA CÓRDOBA ARTEAGA, mayor de edad, 
domiciliada en Bogotá D.C., identificada con C.C. 1.098.770.259 de 

Bucaramanga; por medio del presente escrito, y dentro del término legal  
hoy 29 de agosto de 2022, me permito sustentar el recurso de apelación, 

contra la sentencia anticipada del 6 de abril de 2022, proferida por el 
Juez 43 Civil del Circuito de Bogotá, conforme Auto de  22 de agosto de 
2022, mediante el cual se me concede un término de cinco (5) días. 

 
El Derecho a la imagen, es un derecho fundamental que ¨a partir  de los 

diversos aspectos desarrollados por la jurisprudencia constitucional, (i) 
comprende la necesidad de consentimiento para su utilización, (ii) 
constituye una garantía para la propia imagen como expresión directa de 
la individualidad e identidad de las personas, (iii) constituye una garantía 
de protección de raigambre constitucional para que las características 
externas que conforman las manifestaciones y expresiones externas de la 
individualidad corporal no puedan ser objeto de libre e injustificada 
disposición y manipulación de terceros, (iv) es un derecho autónomo que 
puede ser lesionado junto con los derechos a la intimidad, a la honra, al 
buen nombre de su titular, y cuyo ejercicio está estrechamente vinculado 
a la dignidad y libertad de la persona, (v) implica la garantía del manejo 
sobre la  propia imagen cuyo ejercicio se traduce en una manifestación de 
la autodeterminación de las personas, y (vi) exige que las autorizaciones 
otorgadas para el uso de la propia imagen  en el marco de la libertad en 
las relaciones contractuales no sean entendidas como una renuncia al 

derecho mismo. ¨ (Alcance del derecho a la imagen, Sentencia T-634 DE 
2013) 

5.2.1.   La autorización para el uso de la propia imagen no puede implicar 

la renuncia definitiva del mismo. 

… Nunca podrá asumirse de forma automática que la autorización, por sí 

sola y sin consideración de las condiciones en que fue otorgada, constituya 

una renuncia absoluta al manejo de la propia imagen por parte de terceros 

o de los demás derechos fundamentales que puedan resultar afectados. 

(Alcance del derecho a la imagen, Sentencia T-634 DE 2013) 

El Juez 43 Civil del Circuito, fundamenta su decision para dictar sentencia 

anticipada parcial dentro del proceso, indicando que quien ostenta los 

derechos de imagen de FARYD CAMILO MONDRAGÓN ALY, es su 

sociedad  REPRESENTACIONES MODRAGON SAS y no él, todo ello con 

único sustento en  dos respuestas, desconociendo que ello jamás implica 

una renuncia definitiva del mismo. 

Ello lo hace  sustrayendo del total del interrogatorio a mi poderdante  

cuando indica: CEDÍ LOS DERECHOS DE REPRESENTACIÓN DE MI 

IMAGEN a mi sociedad REPRESENTACIONES MODRAGON SAS de la cual 

yo soy el representante legal,  y después al contestar a la pregunta de 

si  su sociedad es la titular de sus derechos de imagen,  cuando contesta: 

es correcto. 

Es claro que dentro del interrogatorio a mi poderdante (FARYD CAMILO 



MONDRAGÓN ALY) se puede concluir que los derechos de su imagen 

están en cabeza de él, pues con certeza se puede apreciar que empieza 

afirmando: minuto 8:06 HACEN CONTACTO CONMIGO, NO TENGO 

REPRESENTANTE, y en el desarrollo de todo el interrogatorio dónde 

constantemente afirma: DE HECHO LOS CONTRATOS LOS FIRMO YO. 

Cuando indica que cede sus derechos de imagen en su sociedad , es 

claro que hace referencia a la contratación de los mismos, para un mejor 

manejo  contable y tributario  

 

Ahora bien, para que exista una cesión de los derechos de imagen, es 

claro que estos  deben constar en un documento que así lo indique, con 

el propósito que pueda ser oponible a terceros y además debidamente 

inscrito ante la Superintendencia de Industria y Comercio, ó ante la 

Dirección Nacional de Derechos de Autor, pues con ésta formalidad es 

que se demuestra precisamente esa titularidad de derechos. 

Ello demuestra,  cuando afirma mi poderdante que cedió, es realmente 

que su sociedad está autorizada para negociar y contratar los derechos 

de imagen, pero los contratos los firma él personalmente. 

Es claro entonces que: FARYD CAMILO MONDRAGÓN ALY, tiene 

legitimación en la causa para actuar, pues las autorizaciones otorgadas 

para el uso de la propia imagen en el marco de la libertad de las relaciones 

contractuales no sean entendidas como una renuncia al derecho mismo. 

Ello lleva implícito que la capacidad para contratar la imagen por parte 

de su sociedad, nunca deberá ser entendido como una renuncia del 

derecho mismo, pues es un derecho personalísimo como expresión 

directa de la individualidad e identidad de la persona, en éste caso de la 

persona e imagen de FARYD CAMILO MONDRAGÓN ALY. 

Con ocasión de la copa américa de 2019 en Brasil, Bancolombia como 

patrocinador de la selección de futbol de Colombia, lanza una campaña 
entre el 19 de mayo de 2019 y hasta el 15 de julio de 2019. 
 

La campaña fue llamada COLECCIONABLES BANCOLOMBIA. 
 

¿ Porqué COLECCIONABLES BANCOLOMBIA ? 
 
Por que se trataba de lograr coleccionar 30 figuras coleccionables tipo 

lego, entre los cuales se encontraban las figuras coleccionables 
debidamente marcadas con sus apellidos y rasgos carácterísticos de los 

demandantes y leyendas del fútbol Colombiano: Francisco Maturana 
García, Willington Alfonso Ortiz Palacios, Carlos Alberto Valderrama 

Palacio, Oscar Eduardo Córdoba, Arce  Faryd Camilo Mondragón Aly,  
Faustino Hernán Asprilla Hinestroza, Iván René Valenciano, Victor Hugo 
Aristizábal, Nicole Regenier Palacio, Juan pablo Ángel Arango, Adolfo 



Valencia, Arnoldo Iguarán y Vanessa Córdoba Arteaga, además de 

algunas leyendas de cada uno que los hacía inconfundibles. 
 
Para ello por el consumo con tarjetas débito de Bancolombia por  

$50.000 se podía reclamar una figura,  y por consumos con tarjetas 
crédito de Bancolombia por $ 100.000 se podía reclamar una figura. 

Está demostrado dentro del proceso, y por confesión del representante 
legal  de Bancolombia, que la campaña fue un éxito y se entregaron las 
468.000 figuras tipo lego, es decir el equivalente a 15.600 colecciones, 

que fueron entregadas a mínimo 15.600 personas. 
 

El valor recaudado BOLSA DE RECURSOS por concepto de la entrega de 
los COLECCIONABLES BANCOLOMBIA, fue de  $ 23.400.000.000  

(veintitrés mil millones cuatrocientos mil de pesos.). 
 
Ese dinero es claro que entró a la bolsa de recursos de BANCOLOMBIA 

para luego ser entregado a los clientes de BANCOLOMBIA  a través de 
productos financieros (créditos de vehículo, de vivienda, libre inversión, 

etc) 
 
Se puede afirmar con certeza que ello es así, pues se entregaron las 

468.000 figuras, previo control de consumo por pago con tarjetas débito 
y crédito de Bancolombia, como requisito. 

 
El recaudo CON CERTEZA fué mayor, sin embargo se negaron a dar la 
cifra exacta indicando el representante legal  de BANCOLOMBIA que  no 

tenía conocimiento de ello.    
 

El recaudo se hace por y con ocasión del uso no autorizado de la imagen 
de los demandantes en la campaña de COLECCIONABLES 

BANCOLOMBIA, a quienes las mínimo 15.600 personas  querían tener 
en su casa. 
 

Ese recaudo, está demostrado sólo tiene ese origen, ello en razón a que 
demostrando el consumo de $50.000 con tarjeta débito y $ 100.000 con 

tarjeta crédito, se hacía la entrega de una figura y no por ninguna otra 
razón.    
 

Ello era lo que tenía que demostrar el cliente de BANCOLOMBIA y nunca 
era que se entregaran a cualquier persona, sino como dije anteriormente  

cumpliendo los requisitos de la campaña y que obran dentro del 
expediente como prueba. 
 

Es claro que no se usó la imagen de ninguna de las leyendas del fútbol 
y demandantes dentro de éste proceso usando fotografías cuando 

juagaban con la selección,  sino que se crearon figuras tipo lego con sus 
rasgos, apellidos y comentarios que los hacía reconocibles para sus  
seguidores. 

 
No existiendo relación contractual de las leyendas del fútbol Colombiano, 

los demandantes con BANCOLOMBIA, con el uso de su imagen, se 



generaron unos perjuicios por lo que hubieran podido tener unos 

ingresos. 
 
El daño se causa por el uso no autorizado de la propia imagen por 

terceros (BANCOLOMBIA), sin que medie autorización para ello, pues 
desconoce el derecho fundamental a la imagen y priva a sus titulares de 

autorizar o no su uso, y como es apenas natural cobrar por ello. 
 
Es allí dónde se materializa el daño, cuando se usa sin autorización la 

imagen de los demandados quienes con la campaña de coleccionables 
BANCOLOMBIA, logran en tan sólo un mes, el recaudo de veintitrés mil 

millones de pesos, por el afán de sus seguidores, fans de tenerlos en 
sus casas; recaudo, dinero que se vuelve parte de la bolsa de recursos 

de BANCOLOMBIA, destinados para productos financieros. 
 
Obra dentro del expediente un peritazgo de carácter financiero, que 

ayuda a ver los ingresos  de los demandantes, en un período 
determinado, lo que declararon tributariamente, pero que para nada 

demuestra la realidad contractual para éstos casos, en razón a que cómo 
se ha indicado, los futbolistas acuerdan esas cantidades directamente 
ellos, con quien desea usar su imagen y fijan sus valores, al igual que 

cuando contratan sus servicios con los diferentes clubes para los que 
actuaron.  Los jugadores determinan el valor de lo que vale su imagen, 

y si se llega a un acuerdo se autoriza su uso, de lo contrario no deberían 
usar la imagen sin autorización. 
 

Para determinar honorarios para asuntos publicitarios de figuras 
públicas, como en éste caso las glorias del fútbol Colombiano de 

diferentes épocas, es bien conocido que éstas no tienen una tarifa, sino 
que corresponderán a la tarifa que fijen las figuras, leyendas, en razón 

a su condición y reconocimiento por parte del público.  Es por ello que 
en la mayoría de los casos, estos siempre superan las mensualidades 
correspondientes por su trabajo, cómo en éste caso, pues estamos 

hablando de las leyendas del fútbol Colombiano, ampliamente 
reconocidos en el medio futbolístico nacional e internacional. AQUÍ 

QUIEN TIENE LA FACULTAD DE FIJAR SUS HONORARIOS  Y AUTORIZAR 
EL USO DE SU IMAGEN SON LOS DEMANDANTES.   

 

Para traer ejemplos de la vida actual Cristiano Ronaldo tiene contratos 
con la firma NIKE, por la que percibe anualmente alrededor de US $ 

23.300.000 (veintitrés millones trescientos mil dólares) y podría subir a  
US $ 46.700.000 (cuarenta y seis millones seiscientos mil dólares) si se 
dan ciertas  condiciones. 

 
Forbes  informa que Cristiano Ronaldo habría generado para NIKE, US 

$ 500.000.000 de dólares en 2016 sólo en las redes sociales 
 

Aquí está demostrado que las glorias del fútbol Colombiano sólo durante 

el primer mes de la campaña generaron un consumo de $ 
23.400.000.000 (veintitrés mil cuatrocientos millones de pesos) por la 

entrega de 468.000 (cuatros cientos sesenta y ocho mil) figuras tipo lego 



(total de figura ofrecidas y entregadas),  en dónde se entregó una (1) 

por cada consumo de $ 50.000 (cincuenta mil pesos) ó $ 100.000 (cien 
mil pesos), ello sin tener en cuenta que hubo personas que consumieron 
con sus tarjetas movidos por la campaña y que no alcanzaron a reclamar 

figuras, pues éstas ya habían sido entregadas.  
 

La suma por la que hubiera firmado en éste asunto corresponde a la 
indicada en la demanda como daño emergente así: 

 

FARYD CAMILO MONDRAGÓN ALY                  $ 450.000.000 
 

TOTAL                                                         $ 450,000,000 
 

 
Con respecto al derecho a la imagen personal, las declaraciones y 
convenios internacionales en materia de derechos humanos no se 

refieren específicamente al derecho de imagen sino al derecho a la 
vida privada, a la honra y a la reputación de las personas de esto 

habla la Declaración Universal de Derechos Humanos, Declaración 
Americana de los derechos y deberes del hombre; Pacto Internacional 
de derechos civiles y políticos; Convención Americana sobre derechos 

humanos. 
 

DERECHO A LA PROPIA IMAGEN-Naturaleza 
Sentencia T-634/13 Magistrada Ponente: MARÍA VICTORIA CALLE 
CORREA 

 
En varias ocasiones la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha 

abordado diversos aspectos en torno al derecho a la imagen y ha 
señalado que este es “el derecho de toda persona al manejo de su propia 

imagen” que comprende “la necesidad de consentimiento para su 
utilización” ” y que constituye “una expresión directa de su individualidad 
e identidad”. la Corte ha indicado que el derecho a la imagen constituye 

un derecho autónomo, aun cuando también puede ser lesionado junto 
con los derechos a la intimidad, a la honra y al buen nombre de su titular, 

y que está estrechamente vinculado a la dignidad y libertad de la 
persona, amparados por el artículo 14 de la Constitución. La Corporación 
también ha sostenido que los aspectos dinámicos del derecho a la 

imagen, a saber aquellas acciones de la persona dirigidas a disponer de 
ese derecho, “constituyen una forma de autodeterminación del sujeto y, 

por ende, se enmarcan dentro del ámbito de protección que depara el 
derecho fundamental al libre desarrollo de la personalidad (C.P., artículo 
16)”. Con relación al consentimiento en particular, el Tribunal 

Constitucional ha establecido que el derecho de toda persona al manejo 
de su propia imagen implica la necesidad de consentimiento para su 

utilización, “en especial si se la explota publicitariamente”. Sobre esta 
base, la Corte ha sostenido de manera consistente y reiterada que el 
uso de la propia imagen sin que medie autorización para ello desconoce 

el derecho fundamental a la imagen. 
 

En Consecuencia pido: 



 

1. Que se declare la responsabilidad civil extracontractual surgida 
por el uso no autorizado del nombre y entrega de 468.000 de 
figuras tipo lego de FARYD CAMILO MONDRAGÓN ALY, por 

parte Bancolombia S.A., en la promoción de COLECCIONABLES 
BANCOLOMBIA entre el 15 de mayo de 2019 y 15 de julio de 

2019. 
 

2. Que se condene al pago a Bancolombia S.A. por la 

responsabilidad civil extracontractual surgida por el uso no 
autorizado ni consentido de la imagen más los intereses 

moratorios más altos causados desde la sentencia así: 
 

FARYD CAMILO MONDRAGÓN ALY                  $ 450.000.000 
 
TOTAL                                                          $ 450,000,000 

 
3. Que se condene en costas y agencias en derecho a 

Bancolombia S.A. 
4.  

La dirección dónde recibiré notificaciones judiciales es la Carrera 9 # 13-

13, oficina 206, en la ciudad de Bogotá D.C., Correo electrónico: 

asesorjuridico4385@gmail.com 

De usted, señor Juez. 

 

JOSÉ URIEL PÉREZ PARRA 
C.C. 91.014.761 de Barbosa 

T.P. 263.919 Consejo Superior de la Judicatura 
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MEMORIAL PARA REGISTRAR DRA. GARCIA SERRANO RV: RECURSO
RAD.11001310300320190061101

Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota
<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Jue 01/09/2022 16:13

Para: 2 GRUPO CIVIL <2grupocivil@cendoj.ramajudicial.gov.co>
MEMORIAL PARA REGISTRAR DRA. GARCIA SERRANO 

Cordial Saludo,

OSCAR FERNANDO CELIS FERREIRA
Secretario Sala Civil
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá
Avenida Calle 24 N° 53-28 Torre C Oficina 305
Teléfono 423 33 90 Extensión 8349
Email: secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co

De: Secretaria Sala Civil Tribunal Superior -Seccional Bogota <secsctribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Enviado: jueves, 1 de sep�embre de 2022 4:06 p. m. 
Para: Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota <secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Cc: adriana mora garcia <adrimorga1980@hotmail.es> 
Asunto: RV: RECURSO RAD.11001310300320190061101
 
Cordial saludo,

Se remite por competencia al doctor OSCAR CELIS FERREIRA - SECRETARIO JUDICIAL DE
LA SALA CIVIL, cualquier inquietud sobre su proceso debe dirigirla al correo
secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co

Margarita Mendoza Palacio 
Secretaria Administrativa de la Sala Civil
Tribunal Superior de Bogotá
(571) 423 33 90 Ext. 8352
Fax Ext.: 8350 – 8351
secsctribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
Avenida Calle 24A No. 53-28, Of. 305 C
Bogotá D.C. 
 

  

De: adriana mora garcia <adrimorga1980@hotmail.es> 
Enviado: jueves, 1 de sep�embre de 2022 16:04 
Para: Secretaria Sala Civil Tribunal Superior -Seccional Bogota <secsctribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>;

mailto:secsctribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


adriana mora garcia <adrimorga1980@hotmail.es> 
Asunto: RECURSO RAD.11001310300320190061101
 
Ínclito Doctora 
TRIBUNAL SUPERIOR – SALA CIVIL DE BOGOTA D.C. 
Magistrada Dra. MARTHA ISABEL GARCIA SERRANO 
 
E.      S.      D. 
 
 

 
EXP. No.2019-611 

 
Ref.:  Proceso DECLARATIVO 
         Demandante: NAYADES ESTER ROMANO DIAZ 
         Demandado: JOSE DEIVER CASTELLANOS ZABALETA y NINIVE ELENA
ROMANO DIAZ 
 
 
YEDNI ADRIANA MORA GARCIA 
Abogado



YEDNI ADRIANA MORA GARCIA  

ABOGADA 

 

Ínclito Doctora 
TRIBUNAL SUPERIOR – SALA CIVIL DE BOGOTA D.C. 
Magistrada Dra. MARTHA ISABEL GARCIA SERRANO 
 
E. S. D. 
 
 
“El que sigue la justicia y la misericordia hallará la vida, la justicia 

y la honra” Proverbios 21:21 
 

 
EXP. No.2019-611 

 
Ref.: Proceso DECLARATIVO 
 Demandante: NAYADES ESTER ROMANO DIAZ 
 Demandado: JOSE DEIVER CASTELLANOS ZABALETA y NINIVE 
ELENA ROMANO DIAZ 
 
 
YEDNI ADRIANA MORA GARCIA, domiciliado (a) en Bogotá D.C., titular 
de la C.C.No. 40.610.429 expedida en Florencia – Caquetá, abogada 
inscrita con T.P. No. 261519 del C. S. de la J., correo electrónico inscrito 
en el Registro Nacional de Abogados: adrimorga1980@hotmail.es, 
actuando en mi condición de apoderada de la parte actora dentro del 
proceso de la referencia, por medio del presente, de manera respetuosa 
concurro ante esta H. Corporación, para interponer RECURSO DE 
REPOSICIÓN y en subsidio el de APELACIÓN contra el auto dimanado 
por su digno Despacho el día Treinta (30) de agosto de 2022, teniendo en 
cuenta las siguientes: 
 

CONSIDERACIONES 
 
 
 
Primero: El día 28 de febrero del 2022, el Juzgado Tercero Civil del 
Circuito emitió sentencia en el proceso bajo el radicado  No. 2019-611, la 
cual fue notificada por estado el día primero (1) de marzo de 2022. 
 
 
Segundo: Dentro del término oportuno, interpuse RECURSO DE 
APELACIÓN, contra la sentencia de fecha 28 de febrero del hogaño y 
notificada por estado el día primero (1) de marzo de 2022, por la cual el 
despacho despachara negativamente las súplicas de la demanda; 
impugnación que se desarrollo capitularmente de la siguiente manera: 
 
 
… “LA SENTENCIA CENSURADA 
 
En el caso sub judice, la demandante NAYADES ESTER ROMANO DIAZ, pretende que 
los demandados JOSE DEIVER CASTELLANOS ZABALETA y NINIVE ELENA ROMANO 
DIAZ sean condenados a pagar la suma de $155.000.000,oo ., que se encuentra 
contenida en las seis letras de cambio que se aportaron con el libelo genitor, junto 
con los intereses remuneratorio al 1,2% y las costas que genere el proceso. 
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Esa aspiración se fundamentó en que como las letras estaban prescritas, no era 
posible acudir al proceso ejecutivo para reclamar su cobro, de ahí que se infiera que 
aquí a determinarse si debe declararse un enriquecimiento cambiario de que trata el 
artículo 832 del código de Comercio, pues si bien no se hizo mención de ello en el 
escrito de la demanda, debe concluirse así por lo siguiente: … 
 
… Frente al presente marco, se tiene que las pretensiones de la acción que nos ocupa 
no pueden salir avante, toda vez que para el momento de presentación de esta 
demanda los títulos valores-letras de cambio-no se hallaban prescritos; que, como se 
vio ante la mente, es requisito para que la acción declarativa como la que interpuesta 
prospere. 
 
Se destaca que si bien es cierto las letras de cambio aportadas con el libelo genitor 
no cuentan con fecha de vencimiento, para partir de ahí proceder a contabilizar el 
término de su prescripción, no es lo menos que el espacio destinado para tal fin se 
encuentre vacío; luego, entonces, puede convenirse con facilidad que la parte actora 
no llenó dichos espacios a pesar de existir o no la autorización para tal fin, 
circunstancia que igualmente no se demostró en el plenario, es decir, la actora no 
acreditó la imposibilidad o la restricción que tuvo para ver diligenciado esos espacios 
en blanco. 
 
Y es que además de lo anterior, puede colegirse que su vencimiento pudo a venir 
luego de las fechas que si aparecen relacionadas en los cautelares como de su 
aparente emisión, pues datan de los meses de febrero a mayo de 2018, de manera 
que si pensáramos que en esas fechas debía pagarse, a la fecha de presentación de 
esta demanda ni siquiera había operado su prescripción si se tiene en cuenta que el 
lapso legal para ello es de tres (3) años; siendo así, tal figura acontecería en esos 
meses pero del año 2021, por lo que, se insiste, presentada esta demanda el 13 de 
septiembre de 2019, y una vez analizada la jurisprudencia que se sitúa arriba, la 
acción promovida por la demandante no es la indicada porque contaba aún con la 
posibilidad de recaudar la sumas de dinero contenidas en los títulos valores a través 
de la acción ejecutiva, por lo cual se desmorona la tesis de la demandante al indicar 
que “(…) las seis (6) letras de cambio suscritas con los aquí demandados se 
encuentran prescritas, y que no es posible exigirles el pago de dicha obligación por 
vía ejecutiva por el fenómeno de la prescripción de la acción cambiaria (…)” 
 
Con todo, se tiene que la promotora NAYADES ESTER ROMANO DIAZ, obró de 
manera imprudente o negligente frente a esta acción, con llevando a una conclusión 
inobjetable: su pretensión como tenedor a los títulos al acudir a la acción de 
enriquecimiento sin causa, persigue exclusivamente una condena a los obligados a 
pagar la sumas de dinero como consecuencia de la prescripción de los mismos, que a 
su vez constituye un empobrecimiento que ha sufrido su patrimonio por el 
enriquecimiento correlativo para los demandados. Empero, tal situación emergió 
aquí, dado los argumentos brevemente expuestos. 
 
 
 

LA INCONFORMIDAD RESPECTO DEL FALLO 
 

Manifiesta el Despacho en su sentencia que: 
 
… “Frente al presente marco, se tiene que las pretensiones de la acción que nos 
ocupa no pueden salir avante, toda vez que para el momento de presentación de 
esta demanda los títulos valores-letras de cambio-no se hallaban prescritos; que, 
como se vio anteladamente, es requisito para que la acción declarativa como la que 
interpuesta prospere…” 
 
Que frente a esta apreciación por parte del despacho he de manifestar que, si bien es 
cierto la acción a iniciar no era el proceso declarativo por parte de la demandante 
NAYADES ESTER ROMANO DIAZ quien actuó a través de apoderado, esto es porque 
aun no había operado la prescripción en los seis (6) títulos valores -letra de cambio-, 
no obstante, durante todo el trámite del proceso se deben reconocer lo siguiente: 
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1. Qué, durante el trámite del proceso los demandados JOSE DEIVER 
CASTELLANOS ZABALETA y NINIVE ELENA ROMANO DIAZ durante el término 
para contestar demanda guardaron silencio pese a haberse notificado 
personalmente, de allí entonces, el despacho debió dar trámite al 
reconocimiento de la obligación contenida en los seis (6) títulos valores -letra 
de cambio-, lo que no ocurrió en este caso, sino que baso su argumento en 
que la demanda iniciada por la parte demandante no fue la adecuada y que 
por esta razón no pueden salir avante las pretensiones de la demanda. 
 

2. Ahora bien, en todo caso, el señor juez en el momento mismo de la Admisión 
de la demanda, debió indicar que la acción perseguida, esto es el 
reconocimiento de la obligación,  no se estaba realizando por la vía adecuada 
y en todo caso, debió haberle inadmitido para que la parte demandante 
subsanara los yerros que le asistía a la misma, esto al tenor del articulo 90 del 
Código General del Proceso, que reza lo siguiente:  
 

… “Artículo 90. Admisión, inadmisión y rechazo de la demanda: 
El juez admitirá la demanda que reúna los requisitos de ley, y le dará el trámite que 
legalmente le corresponda aunque el demandante haya indicado una vía procesal 
inadecuada. En la misma providencia el juez deberá integrar el litisconsorcio 
necesario y ordenarle al demandado que aporte, durante el traslado de la demanda, 
los documentos que estén en su poder y que hayan sido solicitados por el 
demandante…” (Resaltado fuera del texto) 
 

3. Luego entonces, de conformidad aquí lo aquí manifestado el señor juez que 
conoció del presente asunto debió por conocimiento haberle homologado o 
requerido a la parte demandante subsanar la demanda y adecuar la solicitud 
de la misma y no ahora manifestar que la acción a seguir no fue la adecuada. 
Ahora bien, la parte demandante actuó a través de apoderado, es decir, un 
profesional del derecho, conocedor de las leyes, no obstante como se puede 
observar este carecía de conocimiento frente a estos procesos y llevo a la 
ahora poderdante incurrir en error. 
 

4. Que si bien es cierto, el proceso se inició en el año 2019, año en el que aún no 
habían prescrito los títulos valores-letras de cambio-y que la poderdante 
contaba hasta el año 2021 para iniciar el proceso ejecutivo, no obstante a 
fecha de 28 de febrero de 2022, día en que el señor Juez dicta la presente 
sentencia negando las pretensiones de la demanda, ya opera la prescripción 
en los referidos Títulos Valores contenido en las seis (6) letras de cambio. 
 

5. Así mismo, como se puede observar el apoderado principal para la fecha en 
que se dicto la sentencia a fallecido, luego entonces no puede entrar a 
responder por su gestión, así mismo,  que tal decisión adoptada por el 
despacho resulta gravoso para mi poderdante, máxime cuando al haber 
guardado silencio la parte demandada, hubo un reconocimiento de la 
obligación contenida en los ya referidos Títulos Valores y que para esta fecha 
de radicación de esta apelación se encuentran prescritas. 

 
 

PRETENSIONES 
 
Sin olvidar que el derecho no es un instrumento frío de poder, ni marco normativo 
indolente y despiadado para administrar justicia, se reclama tan solo que sea 
reconocido la obligación contenida en los Títulos Valores -seis (6) letras de cambio- 
toda vez que para la fecha de expedición de la sentencia ya se encuentran prescritas 
y porque la parte demandante pese haberse notificado personalmente, guardo 
silencio.  
 
 
Tercero: Que el sustento de la apelación se realizó con miras hacer 
atendida por el Honorable Magistrado Ponente.  
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Cuarto: De lo anterior se tiene, que no solo se interpuso recurso de 
apelación, sino que de manera completa sustente el recurso como se 
puede observar en el documento que aporte, es decir no manifesté de 
manera breve los reparos concretos a la decisión, sino que argumente la 
postura de la apelación de manera completa, para que la misma fuse 
atendida por el superior. 
 
Quinto: Que una vez el expediente llego al Tribunal de Bogota, se corrió 
termino para sustentar el recurso de apelación, que como reitero, cuando 
se paso el recurso de apelación, el mismo iba con el sustento que se haría 
al superior para que fuese atendido. 
 
Sexto: No obstante el Despacho decidió Declarar Desierto el Recurso de 
Apelación formulado por la apoderada de la demandante contra la 
sentencia proferida el 28 de febrero de 2022. 
 
Séptimo: Por tal razón solicito al Despacho tener como sustentado el 
recurso de apelación que fue aportado en su momento al Juzgado Tercero 
Civil del Circuito de Bogotá D.C. 
 
 
Por todo lo anteriormente manifestado, elevo antes usted la siguiente: 
 
 

SOLICITUD 
 

De manera respetuosa, ruego al Honorable Despacho Tribunal de Bogotá – 
Sala Civil, revocar la decisión adoptada de Declarar Desierto el Recurso de 
Apelación formulado por la apoderada de la demandante contra la 
sentencia proferida el 28 de febrero de 2022, en razón a que la 
sustentación del Recurso ya había sido aportada. 
 
 
Atentamente, 
 
 
 
 
 
YEDNI ADRIANA MORA GARCIA  
C.C.No.40.610.429 expedida en Florencia – Caquetá  
T.P. No.261519 del C. S. de la J. 
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PARA TRASLADO - RECURSO DE QUEJA 011-2019-00763-01 DR FERREIRA VARGAS

Reparto Procesos Civiles Sala Civil Tribunal Superior De Bogota <rprocesosctsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Vie 2/09/2022 9:52 AM

Para: Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota <secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>

3 archivos adjuntos (613 KB)
Oficio No.445 a Tribunal.pdf; 6532.pdf; F11001310301120190076301Caratula20220902094819.DOC .pdf;

Cordial Saludo,

Me permito informarle que el presente proceso se recibió en el correo de reparto el 1 de sep�embre de 2022, para radicar e ingresar.

Respetuosamente dejo constancia que mi función asignada es la de radicación y reparto de los procesos civiles, por cuanto a la revisión del cumplimiento
de protocolo y concordancia de los datos del expediente digital y el oficio remisorio es competencia de otro empleado.

 Nota: Se ingresa al despacho con fecha del 2de sep�embre de 2022.
La carátula como el acta se encuentran en archivo adjunto en formato PDF.

Atentamente,

Laura Victoria Zuluaga Hoyos
Escribiente 

De: Juzgado 11 Civil Circuito - Bogota - Bogota D.C. <ccto11bt@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Enviado: miércoles, 31 de agosto de 2022 15:04 
Para: Reparto Procesos Civiles Sala Civil Tribunal Superior De Bogota <rprocesosctsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Asunto: RE: Remito oficio 445 con envío expediente para RECURSO DE QUEJA en el proceso 110013103011-2019-00763-00
 
Cordial saludo,

Ya se realizo la corrección del oficio.

Jeisson Sáenz
Secretario

De: Reparto Procesos Civiles Sala Civil Tribunal Superior De Bogota <rprocesosctsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Enviado: miércoles, 31 de agosto de 2022 2:18 p. m. 
Para: Juzgado 11 Civil Circuito - Bogota - Bogota D.C. <ccto11bt@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Asunto: RE: Remito oficio 445 con envío expediente para RECURSO DE QUEJA en el proceso 110013103011-2019-00763-00
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Cordial saludo. Sírvanse indicar en el oficio remisorio a esta colegiatura judicial, la ubicación del auto objeto de queja dentro del expediente referenciado,
y no el auto que concede el recurso de queja.

JAIME HILDEBRANDO VEGA CARRIZALES
CITADOR IV - SECRETARÍA SALA CIVIL TSB

De: Juzgado 11 Civil Circuito - Bogota - Bogota D.C. <ccto11bt@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Enviado: miércoles, 31 de agosto de 2022 9:48 
Para: Reparto Procesos Civiles Sala Civil Tribunal Superior De Bogota <rprocesosctsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Asunto: Remito oficio 445 con envío expediente para RECURSO DE QUEJA en el proceso 110013103011-2019-00763-00
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Cordial saludo,

Remito oficio 445 con envío expediente para RECURSO DE QUEJA en el proceso 110013103011-2019-00763-00

Enlace expediente digital: 110013103011-2019-00763-00

DEMANDANTES: JUAN CARLOS DAZA GAITÁN, C.C. 79438380 en representación de la sucesión del causante Álvaro Ramón Ignacio de
Jesús Daza González. Correo electrónico: nelsonbarrerayabogados2000@gmail.com
APODERADO: NELSON ALBERTO BARRERA GONZÁLEZ, C. C. 9.399.311 y T.P. No. 106.046 del C. S. de la J. Correo electrónico:
 nelsonbarrerayabogados2000@gmail.com
DEMANDADA: ELSA BEATRIZ DÍAZ SILVA, C.C. 51590204. Dirección: carrera 71 G No. 117-67 Apto 501 Interior 3, Bloque 2 de la ciudad
de Bogotá D.C
APODERADO: ALBERTO BARONFLOREZ, identificado con la cédula de ciudadanía número19. 746.portadorTarjeta75.471de
la Judicatura. Correo electrónico: cielo.raigoza@gmail.com

 Envió a usted por PRIMERA VEZ.

Cordialmente,  
 
Jeisson Sáenz
Secretario 
Juzgado 11 Civil del Circuito de Bogotá

AVISO DE CONFIDENCIALIDAD: Este correo electrónico contiene información de la Rama Judicial de Colombia. Si no es el destinatario de este correo y
lo recibió por error comuníquelo de inmediato, respondiendo al remitente y eliminando cualquier copia que pueda tener del mismo. Si no es el
destinatario, no podrá usar su contenido, de hacerlo podría tener consecuencias legales como las contenidas en la Ley 1273 del 5 de enero de 2009 y
todas las que le apliquen. Si es el destinatario, le corresponde mantener reserva en general sobre la información de este mensaje, sus documentos y/o
archivos adjuntos, a no ser que exista una autorización explícita. Antes de imprimir este correo, considere si es realmente necesario hacerlo, recuerde
que puede guardarlo como un archivo digital.
AVISO DE CONFIDENCIALIDAD: Este correo electrónico contiene información de la Rama Judicial de Colombia. Si no es el destinatario de este correo y
lo recibió por error comuníquelo de inmediato, respondiendo al remitente y eliminando cualquier copia que pueda tener del mismo. Si no es el
destinatario, no podrá usar su contenido, de hacerlo podría tener consecuencias legales como las contenidas en la Ley 1273 del 5 de enero de 2009 y
todas las que le apliquen. Si es el destinatario, le corresponde mantener reserva en general sobre la información de este mensaje, sus documentos y/o
archivos adjuntos, a no ser que exista una autorización explícita. Antes de imprimir este correo, considere si es realmente necesario hacerlo, recuerde
que puede guardarlo como un archivo digital.
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MEMORIAL PARA REGISTRAR DR. IVAN DARIO ZULUAGA CARDONA RV: Radicación de
escrito de Sustentación del Recurso de Apelación bajo radicado No.110013103 016 2018
00272 01

Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota
<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mié 24/08/2022 3:47 PM

Para: 2 GRUPO CIVIL <2grupocivil@cendoj.ramajudicial.gov.co>
MEMORIAL PARA REGISTRAR DR. IVAN DARIO ZULUAGA CARDONA  

Cordial Saludo,

OSCAR FERNANDO CELIS FERREIRA
Secretario Sala Civil
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá
Avenida Calle 24 N° 53-28 Torre C Oficina 305
Teléfono 423 33 90 Extensión 8349
Email: secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co

De: daniel chica murillo <danielchicamurillo@hotmail.com> 
Enviado: miércoles, 24 de agosto de 2022 3:40 p. m. 
Para: Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota <secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Asunto: Radicación de escrito de Sustentación del Recurso de Apelación bajo radicado No.110013103 016 2018
00272 01
 
Honorable  
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 
SALA CIVIL  
Santa Fe de Bogotá D.C. 
E. S. D. 
 
 
REF.: Sustentación del Recurso de Apelación. 
 
 

Proceso         :           Ejecutivo singular 
 Demandante :           MEDVIVIR S.A.S. 
Demandado  :           HEMOSERVICES S.A.S. EN LIQUIDACION 
Radicado       :           110013103 016 2018 00272 01 

 
 
Comedidamente se dirige a usted, DANIEL CHICA MURILLO, identificado con la cédula de
ciudadanía No. 9.865.539expedida en Pereira Risaralda y tarjeta profesional No. 257.511 del
Consejo Superior de la Judicatura, actuando como apoderado de la parte demandante dentro
del proceso de la referencia, me permito adjuntar escrito
del Sustentación del Recurso de Apelación en formato PDF.

FAVOR ACUSAR RECIBIDO



Atentamente,

Dr. Daniel Chica Murillo
Cel. 313 781 9867
Pereira/Risaralda.



Honorable  
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 
SALA CIVIL  

Santa Fe de Bogotá D.C. 
E. S. D. 
 

 
REF.: Sustentación del Recurso de Apelación. 
 

 
Proceso : Ejecutivo singular 
 Demandante : MEDVIVIR S.A.S. 

Demandado : HEMOSERVICES S.A.S. EN LIQUIDACION 
Radicado : 110013103 016 2018 00272 01 

 

 
Comedidamente se dirige a usted, DANIEL CHICA MURILLO, identificado con la 
cédula de ciudadanía No. 9.865.539 expedida en Pereira Risaralda y tarjeta 

profesional No. 257.511 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando como 
apoderado de la parte demandante dentro del proceso de la referencia. 
 

Actuando dentro de la oportunidad procesal y termino correspondiente, sustento        el 
recurso de apelación conferido por el despacho en audiencia el día 3 de agosto de 
2022, la cual resuelve desfavorablemente frente a las manifestaciones declaradas 

por el señor William Pérez Nieto, en contra de nuestras pretensiones mostrando 
inconformidad y solicitamos recurso de apelación de acuerdo a los siguientes puntos 
y reparos: 

 
SUSTENTACIÓN DEL RECURSO: 
 

Constituyen argumentos que sustentan este recurso y expreso mis razones de 
inconformidad, con base en los siguientes: 
 

Trátese de precisar Honorable Magistrado, dentro de las consideraciones del 
Despacho, y el haber fallado a favor de las manifestaciones hechas por el señor 
William Pérez Nieto, que como fundamento resulta contundente y evidente que el 

Pagaré se otorgó        con espacios en blanco, junto con su respectiva carta y que el 
señor William Pérez                Nieto actuó dentro de la suscripción de dicho título valor, como 
representante legal            para la fecha de la prestación, obligándose él como persona 

natural y en representación de la sociedad HEMOSERVICES S.A.S. EN 
LIQUIDACION, no obstante este tipo de operaciones comerciales, dada la 
costumbre entre las partes, había operado única y exclusivamente bajo esta 

modalidad, en virtud de que se garantizará más loablemente la obligación. 
 
Manifestaba el señor William Pérez Nieto, que por el hecho de encontrarse 

ocupando el cargo de representante legal de la empresa HEMOSERVICES S.A.S. 
EN LIQUIDACIÓN, tiene responsabilidad frente al título; pues cabe tener en cuenta 



Honorable Magistrado, que el señor William firmó dicho título a través de una 
costumbre que se daba circunstancialmente con la empresa que representaba, 
como lo prueban los demás títulos nombrados en el proceso, y además utilizó la 

misma metodología  que se aplicaba a la hora de firmar como representante legal 
de la empresa HEMOSERVICES S.A.S. EN LIQUIDACIÓN y resaltando que en 
el momento en que se firmó el título, se encontraba ocupando dicho puesto; en 

conclusión se aclara, que no es que todos sus actos como representante legal de la 
empresa sean            de dicho compromiso como lo manifestaba, sino que en este caso si 
se compromete la empresa HEMOSERVICES S.A.S. EN LIQUIDACIÓN por la 

costumbre por el tipo  de documento en el que se realizó cierto título que llevaba el 
nombre de la empresa  que representaba, y también está su cargo en el momento 
del acto, cargo con el que de costumbre firmaba como representante legal a la 

empresa MEDVIVIR S.A.S. Pues si actuó como persona natural. ¿Por qué utilizó 
entonces las instalaciones, documentos y nombre en calidad de representante 
cuando firmó dicho título, sin aclarar su calidad de parte, ya que normalmente 

firmaba como representante legal de la empresa y como persona natural?, 
resaltando nuevamente que actuó como representante legal cuando firmó el título y 
que los suministros que se observan fueron de comercio para fines esenciales de 

la empresa que representaba. Lo anterior hace prever que el demandado quiere 
hacer caer en error al Despacho, al desvirtuar el tenor de la literalidad del título y lo 
que en él se incorpora. 

 
PRINCIPIO DE LA BUENA FE. 
 

El señor William Pérez a través de sus manifestaciones quiere hacer caer en error  
a su Honorable Despacho, queriendo evadir la responsabilidad que tiene con la 
obligación derivada del título valor - Pagaré No.002 de fecha de 22 de Noviembre 

de 2016, firmado el 06 de Marzo de 2017 y con fecha de vencimiento el día 05 de 
Abril de 2017, pues fue el señor WILLIAM PÉREZ NIETO y la sociedad 
HEMOSERVICES S.A.S. EN LIQUIDACIÓN., quienes suscribieron el Pagaré objeto 

de este litigio, constituyéndose deudores de mi mandante, pues dentro de este 
escrito no se allega una prueba contundente de que el señor WILLIAM PÉREZ 
NIETO habría firmado solo y únicamente como persona natural, lo anterior en razón 

de que el título llena los requisitos de ley, es claro, expreso y exigible. 
 
El señor WILLIAM PEREZ NIETO actuó dentro de la suscripción de dicho título valor 

como REPRESENTANTE LEGAL y máxime como se aporta en los anexos de la 
demanda, que la obligación es derivada de la prestación de ciertos servicios a la 
demandada HEMOSERVICES S.A.S., y cuyo representante legal para la fecha de 

la prestación de los servicios o suministros que se observan fue de costumbre 
comercial, que un tercero está autorizado para suscribir títulos, y más cuando este 
se encuentra suscrito en Cámara de Comercio como representante legal. 

 
La firma del creador de un título valor es requisito para nacer a la vida jurídica. Sin 
embargo, en el Pagaré a que se refiere y que se aportó como recaudo ejecutivo, se 

encuentra satisfecho este requisito, y más cuando se puede acudir a la 
constitucionalización del derecho al actuar de buena fe, sin abuso del derecho y con 



la constitución de hechos positivos que demuestran según la costumbre que éste 
fungía como representante legal. 
 

La ley no exige que en el texto mismo del documento se consigne que el título valor 
se suscribe como apoderado o representante, tampoco que se adhiera el respectivo             
poder al título. 

 
La doctrina que al efecto se trae para sustentar ese razonamiento no dice que de 
no procederse en esa forma, estaría ausente el requisito de la firma del creador del 

título que exige el artículo 621 del Código de Comercio; tampoco cita alguna norma 
que exija aquellos requisitos para la validez del mismo, contrario al demandado que 
excepciona, no aporta prueba contundente, ni conducente para establecer la 

supuesta situación fáctica del título como lo sería en este caso, un peritaje 
grafológico, que contextualizaría la realidad, brilla por su ausencia y discurre el 
demandado en hechos imaginarios sin calidad probatoria alguna y más cuando ya 

se firmaban títulos con dicha entidad y mismas partes. 
 
A juicio del interviniente, son razones de seguridad jurídica las que justifican que las 

normas acusadas dispongan que, para todos los efectos legales, quienes figuren 
como representantes legales y revisores fiscales de las sociedades conserven tal  
carácter mientras no se cancele su inscripción. Estas disposiciones, afirma, no 

puede estudiarse aisladamente en referencia de artículo 196 del Código de 
Comercio, que disponen, respectivamente, que la representación de las sociedades 
se probará con el certificado expedido por la Cámara de Comercio, y que los 

representantes legales pueden celebrar, a nombre de la sociedad, cualquier acto o 
contrato que se relacione con el objeto social, salvo las limitaciones estatutarias  
inscritas. Así, para que un tercero contrate con la sociedad le basta observar el 

certificado de existencia y representación en donde aparece inscrito el 
representante legal. Las normas acusadas, continua la intervención, persiguen 
proteger a terceros de manera tal que cualquier contrato celebrado con quien 

aparece inscrito como representante, se entiende realizado con la sociedad. 
 
No obstante los elementos materiales probatorios son flojos por parte de la 

demandada, en virtud, de que solo con una enunciación en un testimonio quebranta 
ostensiblemente el principio de la literalidad y el contenido del título objeto de la 
demanda, dándole la señora Juez un valor probatorio muy relevante y sobrestimado 

cuando debería ser inocuo y superficial, quedo establecido, en todo el trasegar del 
procedimiento y las negociaciones comerciales entre las partes, la configuración de 
los mismos y el compromiso bilateral por parte del señor William Pérez Nieto y la 

sociedad HEMOSERVICES S.A.S EN LIQUIDACION con respecto a la obligación 
contenida en el título, a la cual quieren sustraerse de manera irrelevante. 
 

Le pregunto al Honorable Tribunal, ¿dónde queda la seguridad jurídica de los actos 
comerciales y el respeto por la titularidad en ellos contenida?, si cualquier 
declaración desvirtuaría de fondo los negocios comerciales, y como se tiene en 

cuenta dándole este grado de validez, sin que la parte demandada aportará 
necesariamente las pruebas idóneas, ya sean las grafológicas, técnicas y demás, 



que hacen  que prospere de forma efectiva las excepciones que formularon, y no de 
forma tan  tibia como las valora el Juzgado Dieciséis Civil del Circuito de Bogotá D.C. 
 

Dejo de esta forma rendido el recurso de apelación, oponiéndome en su totalidad,  
por falta de fundamentos facticos y jurídicos. Solicitando respetuosamente a su 
Honorable Tribunal, se sirva despachar favorablemente de acuerdo a lo 

manifestado en este recurso en asistencia de los derechos de mi mandante y se 
condene en costas a la                     parte demandada, además, de las pruebas documentales y 
demás elementos materiales probatorios y evidencias. Ruego sean tenidas en 

cuenta las aportadas en las anteriores etapas procesales y las que este digno 
Tribunal considere pertinentes, conducentes y útiles dentro del periodo procesal, 
igualmente autorizo sean enviadas a través de       mi correo electrónico 

danielchicamurillo@hotmail.com, el cual se encuentra debidamente inscrito en el 
Registro Nacional de Abogados. 
 

 
Del Honorable Magistrado, con atención  
 

 
Pereira, Agosto de 2022 
 

 
 
 

DANIEL CHICA MURILLO 
 
 



Honorables Magistradas y Magistrados 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ DC – SALA CIVIL  

secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co  

E. S. D. 

 

Radicación No. 110013103019-2013-00687-05 

Magistrada Sustanciadora: RUTH ELENA GALVIS VERGARA 

Demandante: Humberto de Jesús Mesa Arango 

Demandados (incidentantes): Julieth Johanna y Víctor David Morales Rojas, Nelis Orfilia 

Rojas, Víctor Manuel Morales Velasco y Germán Arturo Benítez Garzón 

Sustentación de recurso de apelación contra sentencia que resolvió sobre liquidación de 

perjuicios 

 

Su Señoría, 

 

PEDRO ELÍAS MORALES VELASCO, abogado de la parte demandada en el proceso de la 

referencia (incidentantes), bastanteado en la personería a este propósito, mediante el presente sustento el 

recurso de apelación contra la sentencia1 del caso de la referencia, en la oportunidad prevista en los arts. 

14 del Decreto Legislativo 806 de 2020 y 12 de la Ley 2213 de 2022, como sigue: 

 

I. Desarrollo de los reparos planteados en el recurso 

 

1. Dice la providencia apelada que “… pretende el incidentante la regulación de los perjuicios, por 

concepto de honorarios profesionales, la práctica de la medidas cautelares y daño moral. Sobre este 

último, delanteramente debe señalarse que tal estimación no puede considerarse como un daño cierto y 

directo, sino apenas hipotético”. 

 

Esta afirmación de la sentencia recurrida no es cierta, porque si existió un daño cierto y directo 

causado por la arbitrariedad y tozudez por parte de Humberto de Jesús Mesa Arango, quien de forma 

temeraria y de mala fe produjo a mis representados daños al demandarlos en este proceso y también 

penalmente, lo que afecta la dignidad y reputación de mis representados. 

 

El precedente civil ha precisado que el abuso del derecho a litigar configura responsabilidad 

extracontractual de la parte abusiva. En este caso sucedió eso, porque el apoderado del incidentado 

pretendió subsanar su torpeza (por no haber pedido embargo de remanentes) con el proceso al que 

sometió a mis representados con la arbitraria práctica de medidas cautelares a pesar de lo 

evidente de la temeridad de su actuar. 

 

Mediante sentencia de 1º de noviembre de 2013, la Corte precisó: 

 

Es que el ejercicio del referido derecho está sometido, a su vez, a una serie de deberes que, en lo 

fundamental (...) se condensan en que las partes y los apoderados que las representen deben 

“[p]roceder con lealtad y buena fe en todos sus actos” y deben “[o]brar sin temeridad en sus 

pretensiones o defensas y en el ejercicio de sus derechos procesales (...). Indispensable es 

enfatizar, por lo tanto (...), que de manera general y sin perjuicio, claro está, de supuestos 

particulares, sólo cuando se promueve un proceso o se realiza una actuación judicial con 

temeridad o mala fe, y así se comprueba, hay lugar a deducir de ese comportamiento 

responsabilidad civil respecto del gestor de la controversia o del trámite de que se trate, pues se 

estima que en tales supuestos se abusa del derecho de litigar y dicha forma particular del 

ilícito civil exige, en esos casos, un criterio de imputación subjetivo especifico, referido, se 

repite, a la temeridad o mala fe en el obrar» CSJ SC, 1 nov. 2013, rad. 1994-26630-01) 

 

 
1 La decisión apelada, al tenor de lo previsto en el art. 278 del CGP, es una sentencia. 



Este precedente ha sido reiterado por la Corte en varias oportunidades, por ejemplo, las sentencias de 

casación de 13 de octubre (SC3840-2020, radicación 11001-31-03-034-2015-00585-01) y de 19 de 

octubre, ambas de 2020 (SC3930-2020, radicación 68001-31-03-005-2012-00047-01). 

 

2. La providencia apelada no analizó el caso, como si el ordenamiento jurídico previera el derecho a 

demandar a cualquier persona aún a sabiendas de que no se tiene razón y el correlativo deber 

ciudadano de soportar o tolerar no sólo la pretensión, sino la medida cautelar de inscripción de la 

demanda por más de seis (6) años. 

 

La providencia apelada ni siquiera analizó el precedente civil, según el cual el abuso del derecho a litigar 

configura responsabilidad extracontractual: 

 

La jurisprudencia ha identificado diversas situaciones constitutivas del abuso del derecho a litigar 

o de las vías legales, entre ellas, interposición de una acción temeraria basada en el albur del 

proceso y sin consideración al derecho en discusión (CSJ. SC. 30 oct. 1935), CSJ SC 10 may. 

1941. G.J. LI, pág. 283 a 291 y CSJ SC, 28 sep. 1953, entre otras); la formulación de una 

denuncia penal sin fundamento (CSJ SC. 21 nov. 1969 G.J. CXXXII, pág. 156-180); el 

desistimiento de un proceso inesperadamente para evitar un inminente fallo adverso que diere la 

victoria a la contraparte (ídem); y la promoción de un compulsivo sin fundamento ni respaldo 

(CSJ SC, 15 dic. 2009, rad. 2006-00161-01). (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, 

sen. de 5 de abril de 2021, SC1066-2021, radicación 23001-31-03-002-2016-00219-01, MP 

Octavio Augusto Tejeiro Duque, negrita fuera del original) 

 

En el presente caso concurren, por lo menos, las dos primeras hipótesis, porque de acuerdo con lo 

probado en el proceso que la sentencia apelada pasó de largo: 

 

i. Mediante sentencia de 21 de agosto de 2018, el Juzgado a quo negó las pretensiones de la 

demanda y condenó en costas a la parte demandante; el Tribunal ad quem la confirmó mediante 

la suya de 9 de octubre de 2019. 

 

ii. En ambas sentencias quedó claro que el proceso fue promovido sin razón alguna, sólo para 

intentar eludir o justificar la desidia o negligencia del apoderado de Humberto de Jesús Mesa 

Arango por no pedir embargo de remanentes en la ejecución que adelantó contra quien vendió el 

predio a mis poderdantes. 

 

iii. Desde el 6 de noviembre de 2013 (anotación No. 23), el inmueble identificado con matrícula 

inmobiliaria No. 50C166388 objeto de las pretensiones soportó la medida cautelar de inscripción 

de la demanda. 

 

iv. Esta medida cautelar se mantuvo, no obstante que el mismo demandante desde el 12 de mayo de 

2014 desistió de la denuncia penal que presentó sobre los mismos hechos; en gracia de discusión, 

claramente desde aquí está más que acreditado su proceder doloso o gravemente culposo, 

sin lugar a duda alguna. 

 

v. Es más, ni siquiera luego de las sendas sentencias de ambas instancias el demandante tuvo la 

precaución y siquiera la cortesía de levantar la medida cautelar. 

 

3. Para efectos de establecer el criterio de imputación subjetivo del apoderado de Humberto de Jesús 

Mesa Arango, es pertinente tener en cuenta la definición de culpa prevista en el art. 63 del Código Civil. 

 

“ARTICULO 63. CULPA Y DOLO. La ley distingue tres especies de culpa o descuido. 

 



Culpa grave, negligencia grave, culpa lata, es la que consiste en no manejar los negocios ajenos 

con aquel cuidado que aun las personas negligentes o de poca prudencia suelen emplear en 

sus negocios propios. Esta culpa en materias civiles equivale al dolo” (énfasis añadido) 

 

Humberto de Jesús Mesa Arango, a través de las actuaciones de su apoderado, obró claramente con 

culpa grave o dolo, por las siguientes razones: 

 

i. Aún si en realidad quien les vendió a mis poderdantes le debía, como profesional en derecho que 

se supone es, debió embargar remanentes, conforme a los arts. 537 y 543 del CPC, entonces 

vigente. No lo hizo, primer elemento de su culpa grave. 

 

ii. Como no embargó remanentes, para subsanar su torpeza sometió a mis representados a un 

proceso tendiente a la ineficacia de la compraventa y a una medida cautelar de inscripción de la 

demanda por más de seis (6) años. Eso no lo hace sino alguien que no tiene el cuidado exigible 

ni siquiera a las personas negligentes. 

 

iii. Por si fuera poco, desde el 12 de mayo de 2014, esto es, cuatro (4) años antes de la primera 

sentencia en que resultó perdidoso, se percató de la falta de justificación de sus 

pretensiones, pues desistió de la denuncia penal por los mismos hechos. Otro elemento de 

conducta que configura la culpa grave, porque resulta evidente que cree que las vías del 

derecho son disparos de perdigones y así intentar incrementar su probabilidad de ganar, 

dicho de modo coloquial: ¡proceso civil y denuncia penal a ver qué le resulta!, esa conducta 

sólo es propia de los negligentes. 

 

iv. Pero, aún hay más, ni siquiera después de perder en ambas instancias tuvo la diligencia para 

levantar la arbitraria medida cautelar. 

 

Claramente está más que acreditada la culpa grave del incidentado, pero la sentencia apelada, en 

evidente desconexión con la realidad, de modo contra-evidente y sin soporte jurídico alguno, 

pretende que mis poderdantes luego de afectados aplaudan a Mesa Arango y a su abogado por lo 

que hicieron. 

 

4. Dice la sentencia apelada que “Encontramos que al trámite únicamente se allegaron soportes en los 

que se incorporan capitales por concepto contrato de prestación de servicios profesionales. No 

obstante, en el legajo no se encuentra acreditado que tales sumas de dinero surgen como consecuencia 

del contrato de servicios profesionales; no existe evidencia sobre el pago reclamado por la suma de 

$259.120.722.00.” 

 

Esto no es cierto, como paso a demostrar: 

 

4.1. Como se indicó claramente en el incidente de liquidación en el numeral 3.5 de los hechos del 

incidente, mis representados han pagado al suscrito la cantidad de TREINTA Y CINCO MILLONES 

DE PESOS ($35.000.000), como se evidencia en los abonos realizados por los demandantes, los cuales 

suman $37.000.000 como quedó probado en el proceso y que el Juzgado a quo ni siquiera 

pretermitió. 

 

4.2. Igualmente, del contrato de prestación de servicios, los honorarios no han sido pagados en su 

totalidad, puesto que se está en espera de dar por terminada la litis, lo que no quiere decir que la 

obligación no exista o que no sea exigible. 

 

Claramente en el escrito con que se promovió el incidente se dice: 

 

3.5. Para afrontar este proceso, los demandados celebraron contrato de prestación de servicios 

con el suscrito por el equivalente al “veinte por ciento (20%) del avalúo comercial del bien 



inmueble, relacionado en este proceso en primera instancia y un diez por ciento (10%) adicional 

en segunda instancia, en caso de que cualquiera de las partes recurra en apelación”. 

 

El inmueble objeto del proceso está avaluado en ochocientos sesenta y tres millones setecientos 

treinta y cinco mil setecientos cuarenta pesos ($ 863.735.740), es decir, el valor que tuvo que 

asumir la parte demandante por concepto de honorarios profesionales asciende a doscientos 

cincuenta y nueve millones ciento veinte mil setecientos veintidós pesos ($ 259.120.722), de los 

cuales han pagado al suscrito la cantidad de treinta y cinco millones de pesos ($ 35.000.000). 

 

El avalúo comercial que se aporta con este incidente es bastante prudente, si se tiene en cuenta 

que, por ejemplo, la aplicación de la regla contenida en el artículo 444 numeral 4º del CGP daría 

un avalúo de $ 876.237.000. 

 

4.3. También es de tener en cuenta que se allegaron como pruebas: el avalúo comercial, el contrato de 

prestación de servicios, y el certificado de tradición y libertad de matrícula inmobiliaria. 

 

4.4. El argumento de la sentencia a quo implica las siguientes contra-evidencias e ilegalidades: 

 

i. ¿Según la Jueza a quo, si los honorarios se pactan como cuota de éxito (o cuota litis) implica que 

no se deben?, no existe ninguna norma que sustente semejante afirmación. 

 

ii. ¿Según la Jueza a quo, es requisito de procedibilidad del incidente de liquidación de perjuicios 

iniciar un proceso ejecutivo por el pago de los honorarios?, tampoco existe ninguna norma que 

sustente semejante afirmación. 

 

iii. ¿Según la Jueza a quo, entonces no existe el daño emergente consolidado y futuro?, no existe 

ninguna norma que sustente semejante afirmación. 

 

La Jueza a quo en la sentencia apelada hace tábula rasa sobre todo el derecho de obligaciones, en 

especial del art. 1613 del CC. En gracia de discusión, debió al menos condenar por el valor de los 

honorarios pagados a la fecha (itero, en gracia de discusión), pero no, en la providencia impugnada 

más bien fungió como defensora de oficio de Mesa Arango y su abogado, sólo faltó que lo 

absolviera disciplinariamente. 

 

5. La Jueza a quo cita algunas providencias sobre el reconocimiento del pago de los honorarios de 

abogado, donde indica, en síntesis, que las costas procesales no pueden reconocerse en el incidente de 

liquidación de perjuicios, pero con esto confunde dos nociones que claramente son diferentes. 

 

Desconoció que la Corte Constitucional, mediante sentencia C-539 de 1999, definió que las agencias en 

derecho son: “(...) los gastos efectuados por concepto de apoderamiento, las cuales - vale la pena 

precisarlo - se decretan en favor de la parte y no de su representante judicial (...) Dicha condena no 

corresponde, necesariamente, a los honorarios efectivamente pagados por la parte vencedora a su 

apoderado” 2 (subrayo), pero no equivalentes ni sustitutos de los perjuicios causados por el abuso 

del derecho a litigar. 

 

En la decisión recurrida, la Jueza introdujo un criterio ilegal, violando de esta manera el principio 

hermenéutico según el cual “donde el legislador no diferencia no le es dable al intérprete hacerlo” 3. 

 

Pero, además, las providencias citadas en la sentencia apelada no son precedente aplicable a este caso, lo 

que hubiera percibido la Jueza a quo con una lectura de las mismas, así: 

 

 
2 C. Const., Sent. C-539, 28-07-1999, M. P.: Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
3 Cfr., “ubi lex non distinguit, nec non distinguere debemus”. 



i. El auto de 6 de mayo de 2013 (radicación 11001-0203-000-2009-00770- 00) citado a propósito 

de la prueba del daño, se refiere a un incidente de liquidación de perjuicios por un recurso 

extraordinario de revisión contra una sentencia que declaró la filiación del presunto 

asignatario, por eso la Corte dijo: 

 

En primer lugar, porque aquello que recibiría el reclamante en un juicio sucesoral es 

necesariamente algo eventual, pues no existe certeza razonable, apoyada en pruebas 

que obren en la actuación, de lo que en el futuro llegue a recibir en la partición 

correspondiente, y menos que sea del valor por él estimado. En suma, tal daño sería 

hipotético. (negrita para enfatizar) 

 

En el caso de mis poderdantes pasa lo contrario: hay plena certeza de que sufrieron un daño 

emergente que asciende a $ 259.120.722, suma de la que ya pagaron $ 35.000.000 (consolidado), 

siendo lo demás daño emergente futuro debidamente probado.  

 

ii. Del segundo auto (de 25 de octubre de 2007, radicación 1100102030002004-01261-00) citado en 

la sentencia, prolífica en teorización pero ayuna de todo análisis probatorio, se excluye adrede el 

siguiente aparte: 

 

g.-) Por lo demás, la parte incidentante se limitó a cuantificar los perjuicios en la suma de 

tres millones quinientos mil pesos ($3´500.000), sin aportar medio probatorio alguno, 

tendiente a su acreditación 

 

Lo propio ocurrió en el otro auto citado en la sentencia apelada (7 de abril de 2000, exp. 7215). 

 

Itero, en el caso de mis poderdantes pasa lo contrario: hay plena certeza de que sufrieron un daño 

emergente que asciende a $ 259.120.722, suma de la que ya pagaron $ 35.000.000 (consolidado), 

siendo lo demás daño emergente futuro debidamente probado. 

 

En gracia de hipótesis: si fuera suficiente con las agencias en derecho, entonces ¿para qué el 

legislador previó el incidente de liquidación de perjuicios? 

 

6. Finalmente, arguye la sentencia apelada que la inscripción de la demanda no afecta el bien y que “la 

única prueba aportada con la solicitud incidental, esto es, el avalúo comercial del inmueble, resulta 

inane porque no logra ni por asomo acreditar la manera cómo la inscripción de la demanda en el 

correspondiente folio de matrícula inmobiliaria, causó los daños pretendidos”. 

 

Esto también es incorrecto, porque a partir del avalúo se estableció el daño emergente consolidado y 

futuro. 

 

Además, el afirmar que no afecta el bien porque no lo saca del comercio, lo cierto es que desvaloriza el 

bien e impide automáticamente la comercialización, porque está dispuesto a las resultas del un 

proceso judicial. No se discute: si bien es enajenar un inmueble que tiene registrada una demanda, nadie 

en su sano juicio lo compraría por las consecuencias futuras que pueda tener, máxima de la 

experiencia que resultó violada por la sentencia recurrida. 

 

7. No puede pasarse por alto que es principio general del derecho que “no se escucha a quien alega en su 

favor su propia torpeza” (nemo auditur propriam turpitudimen allegans potest), que es la situación de 

Humberto de Jesús Mesa Arango. 

 

8. Finalmente, una razón de peso que amerita no sólo condenar al demandante (incidentado) a pagar los 

perjuicios causados: que la justicia lo persuada a él y a quien fuera su apoderado a que no abusen 

del derecho a litigar.  

 



2. Solicitud 

 

Con base en las razones que preceden, demostrada la ilegalidad de la sentencia apelada, solicito sea 

revocada y, en su lugar, se acceda a las pretensiones del incidente. 

 

Su Señoría, sin otro menester, 

 

 

 

 
 










































